Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 09 minutos) 


Si los señores Senadores están de acuerdo, en la mañana de hoy comenzaríamos a analizar la Sección XII, Título |, Fomento del 
Deporte. 


Léase el artículo 66, primero del Capítulo 1: "De los clubes deportivos". 

(Se lee:) 

"Artículo 66.- A efectos de la presente ley se consideran clubes deportivos las organizaciones privadas, integradas por personas 
físicas o jurídicas que tengan por objeto la práctica de una o varias modalidades deportivas por sus asociados, así como la 


participación en actividades y competiciones deportivas en las distintas Federaciones Deportivas. 


Se entienden por Federaciones Deportivas las asociaciones de segundo grado integradas por clubes deportivos, aunque difiera su 
denominación identificatoria." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: quisiera dejar una constancia que vale para todos los artículos de esta Sección. A fin de 
no reiterar, señalamos que damos por repetidas las fundamentaciones que, sobre este tema, hicieron nuestros compañeros de la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 67. 
(Se lee:) 


"Artículo 67.- Los clubes deportivos, en función de las circunstancias que señalan los artículos siguientes, pueden adoptar las 
siguientes formas jurídicas: 


A) Asociaciones Civiles. 

B) Sociedades Anónimas Deportivas." 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 68. 

(Se lee:) 

"Artículo 68.- Todos los clubes deportivos, cualquiera sea su finalidad específica y la forma jurídica que adopten, deberán inscribirse 
en el correspondiente Registro de Clubes Deportivos que se crea en virtud de la presente ley. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley los clubes deportivos contarán con un plazo máximo de seis meses para realizar la inscripción respectiva. En caso 


de no realizar la inscripción en el plazo indicado, los clubes deportivos no podrán participar en las competiciones oficiales de las 
respectivas Federaciones. 


Las Federaciones Deportivas reconocidas por el Ministerio de Deporte y Juventud serán las únicas autorizadas para organizar 
competiciones oficiales." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 69. 


(Se lee:) 


"Artículo 69.- El Ministerio de Deporte y Juventud podrá actuar de oficio cuando haya tomado conocimiento de incumplimientos 
legales, estatutarios o reglamentarios, relacionados con clubes o federaciones." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente, quisiera formular una pregunta porque conozco una o dos situaciones reales, muy aisladas, 
en el país. Deseo saber si el artículo 67 está excluyendo la posibilidad de que un club deportivo pueda tener forma cooperativa. 


SEÑOR BRAUSE.- Parecería que la respuesta a la pregunta formulada por el señor Senador Korzeniak es afirmativa. Esto es, que 
el artículo establece solamente dos formas jurídicas para la constitución de clubes deportivos. 


Es bueno señalar esto a fin de que quede la interpretación correcta por cuanto, si uno analiza el verbo, podría pensar que es 
facultativo y no imperativo. 


Por mi parte, tiendo a interpretar la norma por la lógica del contexto y, entonces, no tendría sentido si no fuera imperativa, y sería 
redundante. Digo esto, porque los clubes deportivos, como instituciones, pueden ampararse en cualquier forma de nuestro 
Derecho. 


Por tanto, interpretando la disposición desde ese punto de vista, a mi juicio, se debe reflexionar en el sentido de que los clubes 
deportivos solamente podrán, en el futuro, adoptar las formas jurídicas de Asociación Civil o de Sociedad Anónima Deportiva. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera dejar una constancia. Según lo que he averiguado, tengo entendido que esa fue la intención de la 
disposición. No obstante, como no se dice que sólo pueden adoptar esa forma, formulé la pregunta y entiendo que la voluntad 
objetiva de la norma puede dar lugar a que se adopte otra forma, porque el principio general es que cualquier entidad puede 
adoptar una variadísima gama de formas jurídicas. Aquí se dice que pueden adoptar esas dos formas y, aunque no haya sido la 
intención de los redactores —creo que incluso se trataría de una interpretación, a mi juicio, más amplia- puede dar lugar a que se 
interprete que no les está prohibido adoptar otras. 


Dejo esto como constancia, en el entendido de que, según mi información, la intención de la norma fue establecer estas dos 
modalidades: la sociedad anónima, que no es común en el Uruguay; y la otra modalidad, que casi todos adoptan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 70, primero del Capítulo 2, "De las Sociedades Anónimas Deportivas en general". 

(Se lee:) 

"Artículo 70.- Los clubes que participen en competiciones deportivas oficiales podrán adoptar la forma de Sociedad Anónima 
Deportiva a que refiere la presente ley. Dichas sociedades quedarán sujetas al régimen general de las Sociedades Anónimas 
Comerciales, con las particularidades establecidas en la presente ley. 


En la denominación social de estas sociedades se incluirá la abreviatura SAD. 


Las Sociedades Anónimas Deportivas tendrán como único objeto social la participación en competiciones deportivas oficiales y el 
desarrollo de actividades deportivas." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 71. 

(Se lee:) 

"Artículo 71.- Una vez aprobada la constitución de las Sociedades Anónimas Deportivas por la Auditoría Interna de la Nación e 
inscriptas en el Registro Nacional de Comercio, deberán inscribirse en el Registro de Clubes Deportivos del Ministerio de Deporte y 
Juventud, en un plazo de quince días corridos a partir de su publicación en el Diario Oficial." 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 72. 


(Se lee:) 


"Artículo 72.- El capital mínimo de las Sociedades Anónimas Deportivas, y los porcentajes mínimos de suscripción e integración, 
serán los establecidos en general para las Sociedades Anónimas, pero deberán cumplirse exclusivamente mediante aportaciones 
en dinero. 

Las acciones serán nominativas y de igual valor." 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 73. 


(Se lee:) 


"Artículo 73.- Podrán ser accionistas de las Sociedades Anónimas Deportivas las personas físicas y las personas jurídicas privadas. 
Ninguna persona física o jurídica podrá poseer en forma simultánea acciones en proporción superior al 1% (uno por ciento) del 
capital en dos o más Sociedades Anónimas Deportivas que participen en la misma competición. 


Para calcular el límite previsto en el inciso primero del presente artículo se computarán las acciones poseídas directa y/o 
indirectamente por el titular y las que lo sean por otra u otras personas o entidades que constituyan con aquél una unidad de 
decisión. 


Aquellas personas físicas sujetas a una relación de dependencia con una Sociedad Anónima Deportiva, ya sea en virtud de un 
vínculo laboral, profesional o de cualquier otra índole, no podrán poseer acciones de otra sociedad que participe en la misma 
competición que excedan de la proporción prevista en el presente artículo. 


A efectos de respetar dichos límites, la superación de las cantidades previstas en el inciso tercero de este artículo implicará la 
obligación de enajenar la cantidad necesaria de acciones, en el plazo de treinta días a partir de producida la violación. 


La reglamentación establecerá la forma en que serán enajenadas las acciones que superen los máximos previstos en el presente 
artículo." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 8. Afirmativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Ya que estamos discutiendo los artículos vinculados con el deporte, quiero expresar que en la Cámara de 
Representantes, el señor Diputado Felipe Michelini —integrante del Nuevo Espacio- presentó una serie de iniciativas que no fueron 
tomadas en cuenta, y por eso votamos negativamente. 


Aclaro que no las vamos a presentar nuevamente aquí. Se trata de un paquete de artículos, y pensamos que, en su momento, 
debió haber acuerdo. No estamos hablando de discrepancias sobre la redacción de una frase o sobre un aspecto conceptual, como 
planteaban los señores Senadores Korzeniak y Correa Freitas, días pasados. Estamos hablando de una concepción distinta y, por 
lo tanto, vamos a votar negativamente estas normas. Por eso, esta única intervención es a modo de fundamento de nuestro voto 
negativo de estos artículos. Ni siquiera estamos pidiendo que el señor Ministro Trobo concurra a esta Comisión, a pesar de que 
sería muy agradable que lo hiciera. 


En función de eso, estamos votando en contra de todos estos artículos y esta intervención, repito, es a modo de fundamento de 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 74. 
(Se lee:) 


"Artículo 74.- Todos los actos o negocios jurídicos de los accionistas de una Sociedad Anónima Deportiva que supongan la 
enajenación, cesión, transferencia, gravamen, usufructo y/o disposición a cualquier título de las acciones de ésta, deberán ser 
comunicados por la Sociedad al Registro de Clubes del Ministerio de Deporte y Juventud dentro de los quince días corridos 
siguientes a la realización de los mismos. 


Los Estatutos de las Sociedades Anónimas Deportivas no podrán contener ninguna otra limitación a la libre transmisibilidad de las 
acciones. 


Los fundadores de las Sociedades Anónimas Deportivas no podrán reservarse ventajas o remuneraciones de ningún tipo." 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Por una manía gramatical que muchos ya conocen, no puedo dejar de señalar que, aunque no he votado 
afirmativamente este artículo, sería muy bueno que en las leyes aprobadas por el Parlamento no se utilice más la expresión "y/o" 
porque, desde el punto de vista de nuestro idioma, no es correcto. Es suficiente con poner "o". Digo esto, a pesar de que grandes 
figuras, como Carlos Quijano, siempre la usaban. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 75. 
(Se lee:) 


"Artículo 75.- La sociedad estará administrada por una Comisión Directiva compuesta por un mínimo de cinco y un máximo de 
quince miembros." 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 76. 

(Se lee:) 


"Artículo 76.- No podrán ser Directivos de las Sociedades Anónimas Deportivas (SADs) quienes tengan suspendida la capacidad 
para el ejercicio del comercio, quienes hayan sido sancionados mediante resolución firme en vía administrativa por alguna de las 
infracciones previstas en la presente ley, ni quienes hayan sido declarados en quiebra o se encuentren en situación de concordato 
o concurso civil. 


Tampoco podrán ser Directivos de las SADs los funcionarios al servicio de la Administración cuyas funciones se relacionen con 
actividades de éstas, ni quienes sean o hayan sido durante los dos últimos años Directivos en otro club deportivo que participe en 
la misma competición." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Aquí se dice "No podrán ser Directivos de las Sociedades Anónimas Deportivas... quienes hayan sido 
sancionados mediante resolución firme en vía administrativa..." ¿Quiere decir que se han agotado infructuosamente los recursos 
administrativos? ¿No está en juego el Tribunal de lo Contencioso Administrativo? ¿Se trata, simplemente, de que haya transcurrido 
el plazo sin recurrir o, en caso de haberlo hecho, que haya perdido? ¿Es ésta la interpretación? 


SEÑOR PRESIDENTE .- Sí, señor Senador. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En nuestra doctrina existe un concepto muy claro en cuanto a la distinción entre actos administrativos 
firmes y aquéllos que han agotado la vía administrativa. En puridad, acto administrativo firme es aquel al que se le venció el plazo 
para la interposición de los recursos administrativos correspondientes. 


Entonces, una vez transcurrido el plazo de diez días que establece el artículo 317 de la Constitución de la República para la 
interposición de los recursos administrativos correspondientes y no habiéndose interpuesto los mismos, el acto administrativo es 
firme. En la hipótesis en que frente a un acto administrativo se hayan interpuesto los recursos administrativos correspondientes, 
dentro del plazo de diez días que marca la Carta, nos encontraremos ante el tema del agotamiento de la vía administrativa a que 
hacen mención diversas disposiciones constitucionales, como posibilidad para poder interponer luego la acción de nulidad ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Esta es la referencia que deseaba hacer para dejar constancia de lo que es acto 
administrativo firme. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiere decir que la pregunta que formulé -y también planteé una posible respuesta- no apuntaría a la 
intención de acto firme. En realidad, la Constitución nunca utiliza el concepto de acto firme, sino la expresión "acto administrativo 
definitivo", contemplado en el artículo 309. Esto significa acto contra el cual se agotaron infructuosamente los recursos 
administrativos. La palabra "firme" no se utiliza en la Constitución y de ahí la pregunta que formulé anteriormente. 


Por lo tanto, debe interpretarse que si se han agotado infructuosamente los recursos administrativos presentados y se dijo que no, 
no se aplica este artículo. Esto es así si la palabra firme no equivale al vocablo "definitiva", en virtud de que permanece abierta la 
vía administrativa que se puede presentar ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En esto consistía mi pregunta. 


Digo todo esto, señor Presidente, porque este tema de apariencia un poco ajena o muy lejana para los que no están en el Derecho, 
puede tener consecuencias prácticas muy importantes. Se trata, nada menos, que de una hipótesis donde se va a discutir si una 
persona puede o no ser directivo de un club deportivo que sea sociedad anónima. No estoy pidiendo, por razones obvias o de 
utopía desechada, que se cambie algo; simplemente, solicito una interpretación relativamente fuerte o firme de quienes impulsan 
esto. 


En definitiva, tengo claro que si se deja vencer el término para recurrir —no tengo ninguna duda, está abarcado- esa persona no 
puede ser directiva. Entonces, la pregunta es la siguiente. Si no se dejan vencer los plazos, se presentan los recursos pertinentes — 
revocación, revocación jerárquica, o revocación y anulación, etcétera- y luego le dicen a esa persona que no se ha dado lugar a su 
reclamación, ¿esto le impide o no ser directivo? Quizás se pueda sostener que puede ser directivo hasta que el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo se expida en contrario. Esta pregunta que he planteado no intenta ninguna solución. Simplemente, creo 
que es bueno que quede clara la interpretación. 


SEÑOR MICHELINI.- A la inquietud del señor Senador Korzeniak agrego una curiosidad de quien no es idóneo en estos temas. 
Entiendo que si hay una resolución definitiva y firme —una vez clarificada la inquietud del señor Senador Korzeniak-. no podrán ser 
directivos, pero si ya lo son y ocurre que esas sanciones están en curso y quedan definitivas o firmes luego que esa persona ya es 
directivo, ¿qué ocurre? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Con relación a la consulta que formula el señor Senador Korzeniak , creo que el Legislador cuando 
utiliza el concepto de acto administrativo firme, lo hace en el mismo sentido que lo hacen nuestra doctrina y jurisprudencia. 
Básicamente, me estoy refiriendo a la jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


El concepto de acto administrativo firme aparece muy claramente delineado, por ejemplo, por Giorgi en su libro sobre el 
Contencioso Administrativo de Anulación. También trata este tema el doctor Sayagués Laso en su Tratado de Derecho 
Administrativo. De todas maneras, la jurisprudencia del Tribunal ha sido muy clara a ese respecto. Quiere decir que acto 
administrativo firme es aquél cuyo plazo para la interposición de los recursos administrativos, ha transcurrido sin que se hayan 
interpuesto recursos administrativos. Esta sería una primera precisión. 


Por otro lado, acto administrativo definitivo al que se refiere el artículo 309 de la Constitución de la República, es aquél en el cual se 
cumplieron los trámites correspondientes en cuanto a los recursos administrativos, es decir, que se interpusieron los recursos y 
vencieron los plazos para que la Administración resuelva sobre éstos, o la Administración decidió definitivamente sobre los recursos 
interpuestos. En esa segunda hipótesis estamos frente a lo que se llama un acto administrativo definitivo. Pero, acto administrativo 
firme es claramente aquél donde transcurrió el plazo de diez días para interponer los recursos administrativos correspondientes. 


En consecuencia y volviendo a la consulta planteada por el señor Senador Korzeniak, entiendo que exclusivamente, de acuerdo a 
lo que establece la ley, no pueden ser directivos de las Sociedades Anónimas Deportivas, aquéllos que hayan sido sancionados 
mediante resolución firme en vía administrativa. Es el acto administrativo que no ha sido recurrido en vía administrativa. 


Entonces, si la persona interpuso los recursos administrativos correspondientes, la resolución no estará firme y habrá que esperar a 
que pasen dos cosas. Una de ellas, consistiría en que quede agotada la vía administrativa y la persona no interponga la acción de 
nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o, de lo contrario, que haya sentencia definitiva del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, una vez interpuesta la acción de nulidad. 


SEÑOR KORZENIAK.- Esto es muy sencillo. Quiere decir que si la persona interpone los recursos y pierde, el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo confirma el acto impugnado. En ese caso, ¿puede ser directivo? Digo esto porque si "firme" es sólo 
cuando no interpuso recursos, quiere decir que puede ser directivo cuando agotado los recursos, se presentó ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo y perdió, porque ya no es firme. Creo que sí lo es, porque el concepto de firmeza va mucho más allá de 
dejar pasar el plazo; es dejar pasar el plazo o que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo confirme el acto. En ese caso, es 
más firme aún. Nunca pasa a la autoridad de cosa juzgada, porque esto no sucede con los actos administrativos, pero sí es firme. 
Además de haber dejado de interponer los recursos, si luego los interpone, va al Tribunal y éste confirma el acto, ¡vaya si es firme!. 
Puede ser que no haya sido esa la intención, pero me parece que sería injusto que se prohibiera a una persona ser directivo 
porque dejó pasar el plazo y, en cambio, no se le prohibiera porque interpuso los recursos y después el Tribunal le dijo que no tenía 
razón y que la sanción está firme. En ese caso, ¿puede ser directivo? Creo que acá, el concepto de firmeza abarca las dos 
posiciones: cuando no se interpuso y cuando el Tribunal confirmó la sanción. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo con el razonamiento con que nos está ilustrando el señor Senador Korzeniak, podría llegar a la 
conclusión de que este artículo no tiene ningún efecto, porque si a cada resolución se le interpone el recurso y si va al Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, no hay resolución firme en vía administrativa. Por lo tanto, eso lo hace absolutamente impracticable. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Creo que quizás esto haya que modificarlo en el futuro o bien hacer una nueva interpretación 
jurisprudencial. De todas maneras, tengo que ser muy honesto con lo que es —de acuerdo con la interpretación de nuestra doctrina 
y de nuestra jurisprudencia- el acto administrativo firme. Posiblemente, lo que haya que hacer sea modificar la ley para, en un 
futuro, contemplar esta situación. Puede ser que la hipótesis que plantea el señor Senador Korzeniak sea real y cierta, porque en 
definitiva, basta que la persona vaya al Tribunal de lo Contencioso Administrativo o simplemente interponga los recursos —aunque 
después no vaya al Tribunal- para que nos encontremos con que no hay una resolución. Pero no podemos empezar ahora, de la 
noche a la mañana, a cambiar conceptos jurídicos, administrativos, tan arraigados en nuestra doctrina y jurisprudencia. 


Quizás, en un futuro haya que cambiar este concepto para abarcar otras situaciones. Insisto en que acto administrativo firme es 
exclusivamente aquel que ha vencido el plazo para la interposición de los recursos administrativos. Si tiene consecuencias o alguna 
dificultad, reitero que habrá que modificar esto en un futuro. 


SEÑOR GALLINAL.- No tengo nada que agregar a lo que han dicho los señores Senadores Korzeniak y Correa Freitas sobre el 
tema administrativo. Sí pienso que la redacción no es muy feliz. Aquí habla claramente de las "infracciones previstas en la presente 
ley" y como no hay infracciones en la ley, entonces no nos preocupemos mucho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 77. 
(Se lee:) 


"Artículo 77.- Aprobado por la Auditoria Interna de la Nación, todo aumento o disminución del capital, transformación, fusión, 
escisión o disolución de la sociedad y, en general, cualquier modificación de los estatutos sociales deberán ser comunicados por las 


correspondientes instituciones al Registro de Clubes Deportivos del Ministerio de Deporte y Juventud, en un plazo máximo de 
quince días corridos desde la notificación de dicha aprobación. 


Los actos eleccionarios, el nombramiento y la separación de los Directivos de la sociedad también deberán ser comunicados por 
las correspondientes instituciones al Registro de Clubes Deportivos del Ministerio de Deporte y Juventud, en un plazo máximo de 
quince días corridos a partir de la realización de dichos actos." 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 78. 


(Se lee:) 


"Artículo 78.- La adopción de la modalidad Sociedad Anónima Deportiva deberá realizarse a través de alguno de los siguientes 
procedimientos: 


A)Creación. 

B) Transformación. 

C)Escisión. 

En todos los casos, la reglamentación establecerá los requisitos y trámites necesarios para realizar dichos actos." 
En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 79. 

(Se lee:) 


"Artículo 79.- Créase el Registro de Clubes Deportivos en la órbita de la Dirección de Deportes del Ministerio de Deporte y 
Juventud. 


El mismo tendrá como cometido registrar y fiscalizar las transferencias a cualquier título de las acciones de las Sociedades 
Anónimas Deportivas, aplicar las sanciones correspondientes a los clubes deportivos, sus Directivos y/o accionistas y las demás 
competencias que dicte la reglamentación correspondiente." 


En consideración. 

Dejamos constancia de que aquí también hay un mal uso del idioma, ya que figura nuevamente la expresión "y/o". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 80. 

(Se lee:) 

"Artículo 80.- Comprobada la existencia de una infracción a las obligaciones previstas en la presente ley y sin perjuicio de las 
acciones civiles o penales a que hubiere lugar, el infractor será pasible de las siguientes sanciones, las que se podrán aplicar en 


forma independiente o conjunta según resulte de las circunstancias del caso: 


1) Apercibimiento, cuando el infractor carezca de antecedentes en la comisión de infracciones de la misma naturaleza y esta sea 
calificada como leve. 


2) Multa cuyo monto inferior no será menor de 5 UR (cinco Unidades Reajustables) y hasta un monto de 4.000 UR (cuatro mil 
Unidades Reajustables), debiendo reglamentarse la aplicación de las mismas. 


Sin perjuicio de las sanciones anteriores, regirán las normas previstas en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, de 
Sociedades Comerciales y las que fueren aplicables de la legislación general. 


La intervención judicial de una Sociedad Anónima Deportiva en ningún caso podrá afectar la actividad deportiva de la misma." 


En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 81. 

(Se lee:) 


"Artículo 81.- Ninguna Sociedad Anónima Deportiva podrá participar con más de un equipo en la misma categoría de una 
competición deportiva." 


En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK.- Me voy a referir a una frase que está antes del artículo 81 y que es el título de este Capítulo 9. Ella dice: 
"Disposiciones Generales". La referencia es simplemente para recordar que sostuvimos —al igual que nuestros compañeros lo 
hicieron en la Cámara de Representantes- que en esencia esto no es sustantivamente una ley, sino varias leyes. Sí es una ley 
desde el punto de vista formal. Esta expresión "Disposiciones Generales", se le escapó a los redactores, porque las disposiciones 
generales normalmente son las de una ley. Aquí habla de disposiciones generales dentro de un capítulo, porque en el corazoncito 
de cada uno de los redactores estaba el convencimiento de que eran varias leyes en una. Quería mencionar esto, porque es 
bastante heterodoxo que se ponga "Disposiciones Generales" y que después siga la ley con otros temas. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 82. 

(Se lee:) 


"Artículo 82.- Las Sociedades Anónimas Deportivas creadas en virtud de la presente ley cuya única finalidad sea la prevista en el 
inciso tercero del artículo 70, estarán exoneradas de todo impuesto nacional." 


En consideración. 


SEÑORMICHELINI.- Quisiera saber si la idoneidad de otros señores Senadores me lo puede clarificar- si este artículo —en la 
medida en que la ley tendrá aprobación posterior al Presupuesto- no deroga algún artículo que pusimos en el Presupuesto. Allí hay 
uno que permite al Poder Ejecutivo cobrar hasta un 10% en los pases de los jugadores de fútbol. Independientemente de que 
quizás el recurso fuera para un lugar que puede exceder las necesidades que ese recurso puede dar -esa discusión es otra- el 
Poder Ejecutivo, a partir del Presupuesto tiene la facultad de poner hasta un 10%. Sin embargo, si alguno de esos equipos adopta 
la modalidad de sociedad anónima deportiva, entonces ¿se estarían exonerando de ese impuesto? 


SEÑOR BRAUSE.- El planteo del señor Senador Michelini es muy interesante. Está claro que la norma en análisis establece una 
exoneración de todo impuesto nacional a las Sociedades Anónimas Deportivas. Es cierto también que en el proyecto de ley de 
Presupuesto —que todavía no es ley, sino que meramente ha sido aprobado por la Cámara de Representantes y remitido al Poder 
Ejecutivo- se crea un impuesto a las transferencias al exterior de deportistas. En la eventualidad de que una sociedad anónima 
deportiva —es un planteo- fuera titular de los derechos sobre la actividad de ese deportista estaría, en caso de transferencia, 
exonerado del impuesto que aún no se creó, pero que está proyectado. 


A mi juicio, la cuestión pasa por determinar cuál de las dos leyes, es decir, si ésta que establece la exoneración o la del 
Presupuesto Nacional que crea el impuesto, habrá de sancionarse en primer lugar. 


SEÑOR MICHELINI.- Hay que tener presente que si se aprobara el proyecto que estamos considerando antes que se sancione el 
Presupuesto Nacional —ya sea porque se interpone algún veto y tiene un trámite posterior- se estaría dando una mala señal porque 
se manda un articulado en donde se dice que este tipo de sociedades no van a pagar el impuesto y, entonces, alguien empieza a 
hacerlo, pero al minuto estamos fijándole un impuesto. De manera que borraríamos con el codo lo que acabamos de escribir con la 
mano. 


En caso de que fuera al revés, es decir, si antes se sancionara el Presupuesto Nacional con ese artículo incluido no hay vetos de 
por medio —más allá del destino que, por supuesto, siempre puede cambiarse- puede ocurrir que tanto el Poder Ejecutivo como el 
Legislador, al armar estas reglas quisieron dar un incentivo especial para que todo el sistema se transformara en este tipo de 
Sociedades Anónimas Deportivas. 


Tengo la impresión —por lo menos, hasta ahora nadie lo ha dicho- que las referidas Sociedades Anónimas Deportivas se han 
armado como un instrumento más, pero que incluso han permitido inversión de recursos en el deporte. De todas maneras, ello no 
supone que hubiera que ir y "a forcep" —dicho esto entre comillas- incluir a todo el sistema deportivo en ese campo. Sin embargo, 
estaríamos dando un estímulo muy fuerte, según el cual por una modalidad se paga impuesto y por otra no. 


SEÑOR BRAUSE.- En líneas generales, la reflexión del señor Senador es correcta. 


Respondiendo por parte, diría que si el proyecto de Ley de Urgencia a consideración de la Comisión se aprobara en primer término, 
la exoneración regiría por un muy breve período porque, cuando a posteriori se sancionara la Ley de Presupuesto, estaría 
creándose el impuesto sobre las transferencias, y ello claramente privaría la ley posterior. Entonces, estas Sociedades Anónimas 


Deportivas, en caso de que acaezca el Presupuesto, no van a estar exoneradas, sino gravadas en el caso de las transferencias 
deportivas. A mi juicio, no cabe duda que la intervención jurídica correcta es esta. 


En la otra hipótesis que planteaba el señor Senador, lo cierto es que en el artículo 67 del proyecto aprobado por la Cámara de 
Representantes se establece que los Clubes Deportivos pueden adoptar dos tipos de formas jurídicas: Asociaciones Civiles y 
Sociedades Anónimas Deportivas. De manera que se da la opción para adoptar o no este tipo de forma jurídica. 


De manera que en cualquier hipótesis, según el razonamiento que señalaba en primer término, va a existir el impuesto, ya sea a la 
Asociación Civil o a la Sociedad Anónima Deportiva. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el Presupuesto es a posteriori. 
SEÑOR BRAUSE - Efectivamente, señor Senador. 


La interpretación lógica es la que acabo de señalar. El Presupuesto Nacional rige a partir del 1% de enero en lo que concierne al 
gasto y a los créditos, pero en cuanto a la vigencia de la ley es a partir del momento en que queda efectivamente sancionada. 


SEÑOR MICHELINI.- El Presupuesto entra en vigencia en la fecha correspondiente y sus normas comienzan a hacer efecto a partir 
del 1% de enero. Ahora bien; si es sancionado después de este proyecto de ley que estamos considerando, regirá el artículo del 
Presupuesto Nacional para el caso que estamos considerando, pero si sucediera a la inversa, estas Sociedades Anónimas 
Deportivas serán exoneradas de ese impuesto, ya que una ley modifica la otra. 


SEÑOR BRAUSE.- En definitiva, la reflexión o interpretación, frente a la interrogante planteada por el señor Senador Michelini, ya 
la he expuesto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Advierto que voy a realizar una pregunta y luego plantearé una aclaración. 


La pregunta —preciso que no estoy insinuando ninguna respuesta- es si la palabra "impuesto" empleada en este caso es utilizada 
con un sentido técnico o como sinónimo de tributo, que es bastante común y que abarca impuestos, tasas y contribuciones de 
mejoras. 


La aclaración tiene que ver con cuál de las dos normas es aplicable, esto es, si la de Presupuesto Nacional en caso de entrar en 
vigor algún día o este proyecto de ley que estamos considerando, en caso de que también suceda lo propio, lo que es bastante 
probable que suceda. No se trata exclusivamente de un tema de tiempo. Uno de los principios es que la norma posterior 
incompatible con una anterior, la deroga tácitamente. 


Sin embargo, existe otro principio muy valorado también, por el cual la norma especial prima sobre la general. El tema es que en 
este caso va a ser bastante discutible determinar cuál es especial y cuál es general. Hay que tener presente si una es especial en 
impuestos y otra lo es en Clubes Deportivos o si ésta es una norma especial dentro de un Capítulo General sobre Clubes 
Deportivos y dentro de una ley más general que abarca una montonera de leyes sustantivas. De cualquier manera, es un tema 
jurídico complejísimo. 


SEÑOR GALLINAL.- Respecto a la pregunta que formula el señor Senador Korzeniak, el artículo 82 está referido exclusivamente a 
los impuestos; de lo contrario, se hubiera utilizado el término correspondiente. O sea que quedarían exonerados exclusivamente de 
los impuestos nacionales. 


Comparto lo que expresaba el señor Senador en su segunda apreciación. No tengo dudas de que el Presupuesto Nacional va a 
entrar a regir antes que esta Ley, porque tiene vigencia a partir del 1” de enero, excepto en aquellas normas en que se fije una 
fecha especial, que no es el caso del impuesto que se fija en la transacción de los pases de los futbolistas. 


Por otra parte, considero que estos artículos no son contradictorios con los del Presupuesto Nacional. En este momento no 
recuerdo claramente cómo estaba redactado el artículo, pero hay que ver claramente cuál es la actividad del bien que se encuentra 
gravado en función de la norma presupuestal. En base a ello llegaremos a la conclusión de si estos dos artículos son o no 
compatibles. En principio, creo que no va a haber ningún tipo de problema. Incluso, teniendo en cuenta el criterio de la 
especificidad, en el momento va a primar la norma del Presupuesto sobre la de carácter genérico que se establece en el artículo 
82. 


SEÑOR MICHELINI.- Se podría dar el caso de que esta norma terminara haciendo impracticable la del Presupuesto Nacional. Digo 
esto, porque si hay Clubes que venden al exterior y se les cobra un impuesto, pero no se hace con otros Clubes Deportivos que 
hacen la transferencia de un jugador, podría darse el caso de que en lugar de hacerlo directamente éste fuera vendido a un cuadro 
vinculado a una Sociedad Anónima Deportiva y después ésta sí hiciera dicha transferencia. 


Por lo tanto, ello haría que ese impuesto fuera absolutamente incobrable, porque no están gravados los pases dentro del país, sino 
hacia el extranjero, si mal no recuerdo la norma. Si hay clubes que están gravados y otros que no, nadie va a pagar si puede evitar 
hacerlo, y más cuando estamos hablando de que este impuesto puede llegar a un 10%. Entonces, algunos clubes van a terminar 
haciendo la relación con el exterior y otros no. 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero hacer dos precisiones. 


En primer lugar, cabe preguntarse si el vocablo "impuesto" refiere específicamente al impuesto o a la figura del tributo. En el Código 
Tributario el género es el tributo y está integrado por el impuesto, la tasa y la contribución especial. A esta altura, cuando el 
Legislador se refiere a un impuesto específicamente, hace alusión a la especie impuesto y no al género tributo. 


En segundo término, debo confesar que tiene razón el señor Senador Michelini. Si estas Sociedades Anónimas Deportivas van a 
estar exoneradas en función de la interpretación que se haga, porque la ley posterior supuestamente va a ser la Ley de Urgencia 
sobre la de Presupuesto, entonces, privará sobre la ley anterior. De manera que se puede dar la hipótesis de que un club deportivo 


le ceda a una Sociedad Anónima Deportiva local, en una transferencia local, los derechos sobre un deportista para que ésta luego 
realice la transferencia al exterior y esté, por lo tanto, exonerada del impuesto. Es algo para tener en cuenta. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero rectificarme respecto a lo que señalé ante la pregunta que formuló el señor Senador Korzeniak, en 
cuanto a si un club deportivo podía adoptar la modalidad de cooperativa. Creo que sí; me parece que no hay ningún impedimento 
para que se adopten las más diversas modalidades para la conformación de clubes deportivos. No son normas imperativas las que 
se establecen en el artículo 67. Quiere decir que para participar en las competencias oficiales no necesariamente hay que 
conformar una asociación civil o una Sociedad Anónima Deportiva. No existe ninguna norma en la ley que establezca esa 
obligatoriedad. Son dos opciones —una de ellas es nueva- que se le dan a los clubes deportivos, pero ello no significa excluir 
ninguna de las otras modalidades. 

SEÑOR PRESIDENTE .- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 82. 

(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar una constancia. 


Creo que el artículo 82 tiene una virtud: asegura que, por lo menos, una Sociedad Anónima Deportiva va a existir. Si ningún club 
constituye una Sociedad Anónima Deportiva para vender al exterior, van a necesitar que exista una, al menos, a fin de poder hacer 
la trampa a la ley que se está aprobando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 83. 
(Se lee:) 


"Artículo 83.- Las Federaciones Deportivas deberán aceptar e inscribir en sus registros a los clubes que adopten la modalidad 
Sociedad Anónima Deportiva." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 83. 
(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 84. 

(Se lee:) 


"Artículo 84.- Créase en el ámbito del Ministerio de Deporte y Juventud el programa denominado "Del Desarrollo y Protección de 
Talentos Deportivos", que será coordinado por una Comisión Honoraria compuesta por cinco miembros, que asesorará al Ministerio 
en cuanto a la detección e inclusión de los deportistas en los beneficios del Programa. La Comisión será designada por el Ministerio 
de Deporte y Juventud y uno de sus miembros será integrante del Comité Olímpico Uruguayo a propuesta de éste." 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 85. 


(Se lee:) 


"Artículo 85.- El Ministerio de Deporte y Juventud tendrá entre sus cometidos el desarrollo del programa de detección de talentos, 
en coordinación con las federaciones, asociaciones y clubes deportivos, Instituto Nacional del Menor (INAME) y los Entes rectores 
del sistema educativo. Las instituciones referidas informarán al Ministerio la existencia de deportistas que demuestren cualidades 
especiales en una determinada disciplina." 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero referirme al artículo 83. 


Cuando el mismo establece que las federaciones deportivas deberán aceptar e inscribir en sus registros a los clubes que adopten 
la modalidad Sociedad Anónima Deportiva, supongo que es en las mismas condiciones que los otros. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Sí, señor Senador. 


Léase el artículo 86. 
(Se lee:) 


"Artículo 86.- Para sugerir la inclusión del deportista al programa, la Comisión deberá tener necesariamente en cuenta las 
siguientes circunstancias: 


A) Clasificaciones obtenidas en competiciones o pruebas deportivas nacionales o internacionales. 


B) Situación del deportista en listas oficiales de clasificación deportiva, aprobadas por las federaciones 
correspondientes. 


C) Condiciones especiales de naturaleza técnico-deportiva, verificadas por los organismos deportivos." 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 9. Afirmativa. 
Léase el artículo 87. 
(Se lee:) 


"Artículo 87.- La resolución de incluir al deportista en el programa deberá estar fundada estableciéndose con precisión un proyecto 
de desarrollo, plazo del mismo y términos del contrato al que deberá someterse. 


El referido contrato será suscrito por el deportista o su representante legal y la federación o el club al que pertenece, quienes serán 
solidaria y subsidiariamente responsables de los términos del mismo." 


En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK.- Confieso que no quiero distraer la atención de la Comisión y, además, por no participar de la filosofía del 
Capítulo, puede que se me escapen algunas cosas. No me resulta demasiado cómodo intelectualmente establecer que hay una 
responsabilidad solidaria y subsidiaria, al mismo tiempo. En el Derecho Civil, habitualmente, se distingue la responsabilidad 
solidaria de la subsidiaria. También ocurre en el Derecho Mercantil. Entonces, me rechina cuando se dice: "quienes serán solidaria 
y subsidiariamente responsables de los términos del mismo", salvo que haya alguna cuestión respectiva, o sea, el deportista o su 
representante legal, por un lado y la federación o el club, por otro, y que solidarios sean unos, y subsidiarios otros. Pero que sean 
simultáneamente responsables solidaria y subsidiariamente, no capto el sentido de lo que se quiso establecer, me parece, más 
bien, una "chambonada" jurídica, lo digo con el espíritu más cordial, porque no conozco el redactor. Repito que creo que es 
solidaria o subsidiaria. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 

Léase el artículo 88. 

(Se lee:) 


"Artículo 88.- El acceso al Programa de Desarrollo y Protección de Talentos Deportivos, le permitirá al deportista acceder de 
acuerdo al contrato que se suscribirá, a algunos de los siguientes beneficios: 


A) Asistencia especializada, de entrenadores técnicos nacionales o internacionales, que a criterio del programa así 
lo requiera. 


B) Asistencia médica. 
C) El aprendizaje de un idioma extranjero. 
D) El traslado al exterior a efectos de perfeccionarse en su disciplina deportiva." 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 9. Afirmativa. 
Léase el artículo 89. 


(Se lee:) 


"Artículo 89.- Los competidores designados para participar en certámenes internacionales oficiales en representación del país, 
podrán solicitar a los institutos de enseñanza, públicos y privados, autorización para no asistir a cursos o clases y estos deberán 
conceder prórrogas para rendir exámenes o pruebas, estableciendo para ello mesas especiales. Los competidores mencionados en 
el inciso anterior que revistan la calidad de funcionarios públicos, tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, desde dos 
días antes del certamen hasta dos días después de realizado.A estos efectos se deberá requerir un informe favorable del Ministerio 
de Deporte y Juventud, el que deberá acreditarse ante las autoridades públicas o educativas correspondientes." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero recordar un viejo antecedente del Derecho Público uruguayo, una vez que se había eliminado un 
período de exámenes en la Universidad, y entonces, un "lobby" estudiantil determinó que se propusiera una ley restableciendo el 
período de exámenes. Eso dio lugar a lo que en todos los manuales de Derecho Administrativo se estudia bajo un capítulo que se 
llama "Parlamento y Universidad". Aquí se abarca a la Universidad y además las discusiones pueden llevarse a cualquier ente de 
enseñanza. 


Que la ley establezca el régimen de exámenes de los institutos de enseñanza públicos es una grosería jurídica impresionante. ¿Por 
qué? Porque sería el colmo que mañana aprobáramos una ley que dijera que en la Facultad de Derecho, en lugar de cuatro o cinco 
períodos, hay catorce, o que se suprimen los exámenes de noviembre. 


En fin, no voy a plantear que se discuta el tema, pero sí a insistir en que me parece de una grosería jurídica tremenda. Es más, 
quiero señalar que es tan gruesa que, sin ir a la figura de la inexistencia —que no manejo con mucho agrado en el Derecho- si 
cualquier instituto público de enseñanza no hace caso a la norma -—inclusive, si el tema lo plantea ante la Suprema Corte de 
Justicia, mi pronóstico es que lo gana- de hecho no pasa nada. 


Fíjense los señores Senadores de qué se trata aquí: de que se deben conceder solicitudes otorgando prórrogas para rendir 
exámenes. La cuestión me parece muy razonable; pero no creo que esté bien que se establezca en una ley. De pronto, podría ser 
una aspiración para que los institutos de enseñanza contemplaran el tema. 


Ahora bien, esto sí se podría hacer respecto a los funcionarios públicos -no a los estudiantes de la Universidad, de las escuelas y 
de los liceos- aunque más bien es materia presupuestal. 


Pero si, en todo caso, lo que se ha tratado de hacer aquí es una norma no presupuestal, sino estatutaria, hay otro problema jurídico 
gravísimo. En el caso de que se aplique —y creo que así es- a la Universidad, a la ANEP o al CODICEN, se está aplicando a varios 
Entes Autónomos. La Constitución, en su artículo 64, dice que las normas estatutarias para los Entes Autónomos, o algunos de 
ellos, y para los Gobiernos Departamentales, requieren dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara. No quiero 
poner a la coalición de Gobierno en la necesidad de requerir dos tercios de votos por un artículo que creo excedió el entusiasmo. 


Sé que se va a interpretar que esta no es una norma estatutaria; probablemente no lo sea. 


SEÑOR GALLINAL.- En la sesión de ayer, usted, señor Senador, interpretó que no era así, porque si no no hubiera votado el día 
de licencia para los ciudadanos nacidos en Belén, que también corresponde a funcionarios públicos que pertenecen a Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. 


SEÑOR KORZENIAK.- Eso lo votó todo el Senado; había más de dos tercios. 


Yo no dije que no se necesitaran dos tercios. Entonces, no se puede colegir que si se hubiera votado por menos de dos tercios, yo 
no hubiera hecho la manifestación. Quiero aclarar al señor Senador Gallinal que ya lo hice en dos oportunidades en la Legislatura 
pasada. Se votó una disposición parecida, y dos veces pedí a la Presidencia que convocara nuevamente al Cuerpo para que se 
contara con los dos tercios. 


No sé de dónde saca el señor Senador Gallinal que yo interpreté que no se necesitaban los dos tercios. 


SEÑOR GALLINAL.- Del Presupuesto Nacional, señor Senador. En ese momento, varias veces votamos normas vinculadas a 
funcionarios públicos de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados y nunca escuché decir que se requirieran dos tercios. 
Entonces, me parece una interpretación demasiado exigente la que se está haciendo en estas circunstancias. Comparto lo dicho 
respecto a la prórroga de exámenes o pruebas, porque da para más de una opinión, pero en lo que tiene que ver con esta norma 
que refiere a la licencia con goce de sueldo, que abarca a los funcionarios públicos de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, nunca se presentó de esa manera ni se interpretó la Constitución en el sentido de que para ellos se requieren 
dos tercios de votos. 


Los funcionarios públicos en su conjunto están regidos por las leyes en igualdad de condiciones, y podrán tener un estatuto 
especial en algunas circunstancias en función del organismo a que pertenecen, pero me parece que en este tipo de normas no son 
necesarias esas condiciones. 


SEÑOR KORZENIAK.- Que yo recuerde —por lo menos, en las dos Legislaturas y media que llevo aquí- la primera vez que se 
planteó el tema fue en oportunidad de considerarse la Ley de las AFAP. Cuando se trató esta iniciativa que, por supuesto, abarca a 
funcionarios públicos de varios Entes Autónomos, e inclusive de los Gobiernos Departamentales, quien habla sostuvo que eran 
normas estatutarias porque entendía que las disposiciones sobre cese y jubilación de los funcionarios públicos integran el Estatuto 
del Funcionario Público. Tuve oportunidad de hacer, sin éxito, una larga exposición tratando de demostrar que se requerían dos 
tercios de votos. Repito que ese era un tema jubilatorio. 


Ahora bien, en esa oportunidad la Cámara de Representantes —que obviamente yo no integraba- me invitó a una Comisión para 
exponer esa tesis que había sido controvertida por el doctor Martins, quien sostenía que el derecho jubilatorio era un derecho 
especial que no integraba el Estatuto del Funcionario. Es una opinión muy valiosa, pero que no coincide con la postura del doctor 
Martins cuando escribió el libro del Estatuto del Funcionario, en donde sostiene que las normas jubilatorias son típicas normas 
estatutarias. 


El tema es discutible, y lo que acabo de afirmar es que si se sostuviera que esta norma no es presupuestal —si lo fuera, debería 
estar en el Presupuesto- sino estatutaria, tendría el inconveniente a que me referí, y aclaré que no creía que eso hubiera sido 
buscado por ninguno de los autores de la disposición. De todos modos, el artículo 64 de la Constitución no tiene otra explicación; 
se podrá tener tolerancia frente a situaciones especiales, pero lo concreto es que dice eso. 


Es más, ni siquiera establece que deban ser normas estatutarias, sino que la doctrina ha agregado ese requisito. La Constitución 
dice que, simplemente, las normas que se refieren a los funcionarios de los Entes Autómos o de algunos de ellos, y de los 
Gobiernos Departamentales, requieren dos tercios de votos. La doctrina le ha incorporado, por el lugar en donde está el artículo, 
que deben ser normas de tipo estatutario. Me apresuré a aclarar, repito, que ninguno de los redactores puede sostener que se trata 
de normas estatutarias, porque si así lo hiciera, se embretaría dentro del propio artículo. 


Efectivamente, creo que es mucho más importante el otro tema, que fue el que traté de grosería jurídica. Me parece que hay 
medios para conversar con los institutos de enseñanza públicos y privados, para lograr que adelantaran su buena voluntad, su 


aquiescencia, para este tipo de reconocimiento a necesidades de un talento deportivo, que ojalá encontremos muchos en el 
Uruguay. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando en 1991 se trató un proyecto de ley relativo a la prohibición de ingreso de funcionarios públicos y no 
se aprobó por dos tercios, las Intendencias entendieron que no les alcanzaba y por ello recurrieron a la Justicia, y ganaron. La 
Constitución, en su artículo 64, dice expresamente que se necesitan dos tercios para establecer normas vinculadas a los 
funcionarios de los Gobiernos Departamentales. Esto no quiere decir que, votado el artículo 89, no tenga alcance; lo tendrá con los 
límites que la Constitución le impone. Tampoco quiere decir que las Intendencias no digan nada y acepten pacíficamente lo que 
pueda ocurrir. 


Tal como está el artículo 89, si no se cuenta con los dos tercios —no los tuvo en la Cámara de Representantes- esto no alcanza a 
los Gobiernos Departamentales. Concretamente, el artículo 64 dice: "La Ley, por dos tercios de votos del total de componentes de 
cada Cámara, podrá establecer normas especiales que por su generalidad o naturaleza sean aplicables a los funcionarios de todos 
los Gobiernos Departamentales y de todos los Entes Autónomos, o de algunos de ellos, según los casos". 


Entonces, no los alcanza si no tiene las mayorías especiales, independientemente de que estos Entes Autónomos y Gobiernos 
Departamentales las acepten pacíficamente. Es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 90. 

(Se lee:) 

"Artículo 90.- Sustitúyese el artículo 41 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, por el siguiente: 

“ARTICULO 41.- El control interno será ejercido por una Comisión Fiscal y el destino de las utilidades será dispuesto por las 
autoridades de la cooperativa, quedando sin efecto, a partir de la vigencia de la presente ley, todas las disposiciones legales y 
reglamentarias que se opongan a lo establecido en este artículo. 

La Comisión Fiscal será honoraria y estará integrada por tres miembros, que serán electos directamente por los productores socios 
de la referida cooperativa, simultáneamente con la elección de su Directorio y de acuerdo a los mismos procedimientos legales y 


estatutarios que sean de aplicación para dicha elección. 


Dos de los integrantes de la Comisión Fiscal corresponderán a la lista más votada y el restante a la lista que le siga 
inmediatamente en número de votos." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 91, Sección XIV, "Reglamentación". 
(Se lee:) 


"Artículo 91.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo no mayor de treinta días corridos a partir de su 
promulgación." 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR KORZENIAK.- Como se ha visto, hemos votado este artículo, pero quiero hacer una puntualización a pesar de que voy a 
resultar muy pesado a los redactores de esta ley. No se puede poner en una ley, como "Sección XIV, Reglamentación", la frase de 
que el Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. Se trata de una falta de ortodoxia jurídica pocas veces vista. No olvidemos que 
la sección es lo más grande que hay en el Derecho, después vienen los títulos, luego los capítulos y, por último, los artículos. Si se 
hubiera puesto "Artículo 91" y luego, entre paréntesis, el "nomen juris", que a veces usamos en cada artículo, "Reglamentación", 
sería correcto, pero hablar de "Sección" para hacer referencia a este artículo realmente es incomprensible. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas, el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y los 
señores asesores.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Especial para tratar la Ley de Urgencia tiene mucho gusto en recibir al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y a los distintos asesores que están 
presentes en la mañana de hoy, a quienes se ha invitado a efectos de analizar en forma conjunta con la Comisión los artículos que 
tienen que ver con el fomento del empleo y los relativos a las Zonas Francas. Estas son las dos solicitudes que ha recibido la 
Comisión respecto a temas para tratar conjuntamente con el Ministerio de Economía y Finanzas. Además, en este Capítulo de 
Fomento de Empleo, se ha invitado para las primeras horas de la tarde a los representantes de la Junta Nacional de Empleo lo que, 
de alguna manera, nos va a llevar a que no votemos el tema en el día de hoy, sino a analizar los artículos en forma conjunta con el 
señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 1? de la Sección 1, "Fomento del Empleo". 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Dado que en el día de hoy no vamos a votar estos artículos y estamos disponiendo del valioso tiempo del señor Ministro, solicito 
que se suprima la lectura de estas disposiciones a efectos de escuchar los análisis que los representantes del Ministerio nos 
puedan hacer y realizar las preguntas que se entiendan pertinentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se suprime la lectura de los artículos 1? a 6*. 
(Se vota:) 

9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 1*. 


SEÑOR MINISTRO.- Como saben los señores Senadores, este proyecto de ley abarca una variedad de temas, algunos de los 
cuales están en directa relación con el Ministerio de Economía y Finanzas y otros no. En la presentación que hicimos de esta 
iniciativa en la Cámara de Representantes, nos referimos a tres o cuatro capítulos que entendemos que tienen más directa relación 
con nuestra Cartera y son, precisamente, los que desearíamos exponer en términos generales con el detalle que sea necesario. 


En primer lugar, nos referiremos al tema del fomento del empleo y al de las Zonas Francas, que son los capítulos que directa o 
indirectamente, reitero, tienen relación con nuestro Ministerio. Quisiera recordar que en la sesión de la Comisión correspondiente 
de la Cámara de Representantes tuvimos oportunidad de referirnos al Capítulo de Normas Concursales. Sin embargo, la asesora 
que nos acompañó en aquel momento no se encuentra con nosotros en el día de hoy y no hemos podido encontrar el 
asesoramiento correspondiente para tratar el tema esta mañana. En consecuencia, si se considera necesario, podríamos volver a 
esta Comisión más adelante, a efectos de tratar nuevamente este asunto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Ese tema ya fue votado. 
SEÑOR MINISTRO.- De todas maneras, hago esta aclaración porque en la Cámara de Representantes sí nos referimos al tema. 


Voy a comentar en términos generales la Sección |, "Fomento del Empleo", sin perjuicio de estar a la orden de los señores 
Senadores para analizar en detalle cada artículo que integra esta parte de la ley. 


Como se destaca en el título de la Sección, se trata de tomar algunas medidas que puedan inducir a un aumento del empleo en el 
año próximo, habida cuenta de la situación que todos conocemos de dificultades por las que atraviesa el sector laboral en el país 
como consecuencia de la coyuntura económica general que se viene dando desde 1999 y que, lamentablemente, ha continuado en 
este año, aunque en forma más atenuada. En este sentido, las disposiciones tratan, fundamentalmente a través de la rebaja del 
aporte patronal -que es un componente de costo de la contratación de mano de obra- de inducir a un mayor nivel de empleo en 
distintas formas o subsectores de la economía. 


El artículo 1% es una disposición de orden general que introduce una rebaja —que de hecho es una exoneración- para la 
contratación de nuevo personal a lo largo del año 2001. El artículo 2* prevé una importante reducción en la tasa de aporte patronal 
—de un 75%- para el sector de la construcción, con una redacción que ha tomado un cariz y un alcance mucho más amplio que el 
que originalmente habíamos planteado en el proyecto de ley que se elevó a consideración del Parlamento. El artículo 3" también 
pretende implantar una reducción de la tasa de aporte, en este caso, para las empresas unipersonales cuyos titulares tengan entre 
18 y 29 años de edad. Finalmente, los artículos 4% y siguientes prorrogan, por el año 2001, la reducción de la tasa de aporte 
patronal que se había dispuesto en la primera Ley de Urgencia, para el año 2000. Como puede verse, este es un primer intento de - 
a través de la rebaja del aporte patronal y, en algunos casos, de la exoneración- actuar en diversos sectores de la economía: en 
forma general en el artículo 1%, en la construcción en el artículo 2%, en las empresas unipersonales con propietarios de determinada 
edad en el artículo 3%, y en el sector agropecuario por medio de los artículos 4” y siguientes. Evidentemente, esta es una 
disposición transitoria y de excepción, habida cuenta de la situación de empleo referida, que todos conocemos. Tiene el sentido de 
incentivar el aumento de empleo a través del uso de este instrumento. 


Sabemos que se pueden plantear distintas consideraciones —en algún caso, objeciones- por cuanto el uso de estos instrumentos 
siempre puede ser pasible de discusión, en cuanto a su vigencia, intensidad y alcance. En nuestra opinión, esta es, básicamente, 
una aproximación transitoria y de excepción, habida cuenta de esta situación —reitero los términos- y de que, a medida que la 


economía se vaya ordenando y volviendo a su senda de crecimiento a partir del año próximo —todos confiamos en que ello 
sucederá- nos va a dar oportunidad de trabajar sobre estos temas con un alcance más general y permanente, lo que habremos de 
decidir en los próximos meses. En consecuencia, somos sensibles al planteamiento de dudas u objeciones en cuanto a la 
insuficiencia o a la parcialidad de estas medidas, pero nos parece que en este momento ellas tienen una intención compartible y 
ofrecen una posibilidad que está a tono con las restricciones que, seguramente, los señores Senadores conocen en cuanto al tema 
presupuestal. 


Esta sería, señor Presidente, la consideración de orden general de este Capítulo, sin perjuicio de quedar a las órdenes para recibir 
cualquier tipo de comentario o entrar en el detalle de los artículos correspondientes a esta Sección. 


SEÑOR MICHELINI.- La primera pregunta que voy a formular se refiere al artículo 2?. Quisiera saber si se ha evaluado el monto de 
esta exoneración, no sólo en lo que se pudiera recaudar —eso, naturalmente, es bien discutible porque esto puede reactivar y el 
país recaudar de otra forma- sino con relación a cuánto corresponde al total del valor de la construcción. Hago esta pregunta, 
porque estamos hablando de un 75% sobre un determinado porcentaje -que no recuerdo cuál es- correspondiente a los aportes. Si 
no me equivoco, éste se sitúa en alrededor de un 100% o un poco más... 


(Interrupciones) 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega a los presentes que no dialoguen. 


SEÑOR MICHELINI.- Como decía, este 75% no es sobre el total, sino sobre un determinado porcentaje, que son los aportes 
patronales. Concretamente, quisiera saber si se ha calculado, aproximadamente, cuánto redundaría esto en una rebaja del costo 
de la construcción en general o -llamémosle así- de cierto tipo de construcciones, que son las que se quiere potenciar en primera 
instancia. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a hacer algunas consideraciones de orden general y después voy a pedir al contador Mouchantef que 
complemente mi intervención, ya con una referencia más precisa a la pregunta que formula el señor Senador Michelini. 


El juego de estos estímulos siempre deja lugar a un cierto margen de duda sobre hasta qué punto el estímulo es la causa de la 
reacción de quien debe aprovecharlo. O sea, el establecimiento de un estímulo puede inducir a una decisión de inversión que, de 
otra manera, no se hubiera tomado. En este caso, dicho estímulo tiene el objetivo que se ha pensado, pero en otras situaciones es 
un dato que favorece a quien, de todas maneras, ya había tomado la determinación de invertir y se beneficia en forma casi gratuita 
—digámoslo así- con un estímulo con el que no había contado y, en consecuencia, ahora pasa a tomarlo en consideración dentro de 
sus cálculos económicos. Digo esto, porque el beneficio se aplica a las obras que sean iniciadas —y es posible que, en nuestra 
esperanza, haya muchas obras que se van a empezar por este estímulo- pero también incide en el caso de que haya otras obras 
decididas a iniciarse y que no habían incorporado este dato a sus cálculos económicos. Cuando uno hace estas consideraciones 
tiene que tener presente este tipo de cosas. Lo mismo sucede con la reactivación de obras, que se puede decidir sobre la base de 
este estímulo o podría haber sido una resolución tomada con anterioridad a la aprobación eventual de esta ley. De modo que 
siempre hay una zona de incertidumbre sobre el efecto del estímulo en el objetivo deseado, y en consecuencia, en la contracara del 
objetivo, que es el sacrificio en términos de recaudación. 


En el artículo original que habíamos enviado a consideración del Parlamento, limitamos este beneficio a las obras de cierto porte 
que, creo, eran de más de 1.000 metros cuadrados. A raíz de esto se dio una discusión importante en la Cámara de 
Representantes en cuanto a si era pertinente o no ese límite y, finalmente, se tomó la decisión de eliminarlo, en cuyo caso la 
exoneración que habíamos planteado en un 100% disminuyó a un 75%. En estas condiciones, la estimación de la pérdida de 
recaudación o del estímulo tributario —por llamarlo de alguna manera- muchas veces se vuelve difícil de calcular. De todas 
maneras, existe una estimación primaria y pediría al contador Mouchantef que la pusiera en conocimiento de la Comisión. 


SEÑOR MOUCHANTEEF - En primer lugar, creo que puede resultar interesante para los señores Senadores aclarar qué significa la 
Tasa Unificada de la Construcción. Si uno considera el 92%, daría la impresión de que se trata de una actividad que está más 
gravada de lo que debería estarlo, en forma comparativa con el régimen jubilatorio normal de aportes previsionales. Lo que sucede 
es que en la construcción hay elementos que incrementan en forma muy importante los aportes previsionales. En realidad, no sólo 
se trata de este tipo de aportes. En ese 92%, como decía el señor Senador Michelini, también está incluido lo correspondiente a la 
Caja Profesional, que es un 6%. Por lo tanto, estaríamos en un 86%. Este porcentaje comprende el pago de licencia, aguinaldo, 
salario vacacional y sus respectivos aportes, lo cual no es menor. De manera que lo que habitualmente se denomina cargas 
salariales, es una parte importante de ese 86%. Tengo a la vista los cálculos realizados por el Departamento de Empresas de la 
Construcción, del Banco de Previsión Social. A raíz de este proyecto de ley, tomamos contacto con integrantes de dicha oficina y 
calculamos los aportes —haciendo un paralelismo- sin tomar en cuenta el 6% extraordinario a la Caja Profesional. Concretamente, 
hicimos un paralelismo de lo que se paga por licencia, aguinaldo y aportes previsionales en general. Es importante aclarar que el 
92% se aplica al sueldo líquido que se le paga al trabajador, no sobre el bruto, que es la forma en que aporta cualquier 
contribuyente del BPS. Por lo tanto, se tomaron en cuenta estos elementos y se calculó cuánto se debería pagar. Lo que tendría 
que abonarse sobre el nominal es el 87,74%. Así se pagarían los aportes previsionales, alineados con el aporte general, más las 
cargas salariales, es decir, aguinaldo, salario vacacional y licencia, que se cobran directamente en el Banco de Previsión Social. Es 
así como llegamos al 87,74%. 


Esto no significa tomar posición en cuanto a una rebaja; eso es una decisión política. Desde el punto de vista técnico, el aporte —a 
nuestro entender- sería inobjetable y aclaro que en este 87,74% es un aporte teórico. Hay un 4% que era para contemplar las 
épocas de inflación pero, en la práctica, no se tomó en cuenta. Esto es lo que se pagaría si en el futuro el Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo resuelven llevar la construcción al aporte general. 


SEÑOR MICHELINI.- Al principio, entendí que del 92%, con esta rebaja del 75%, se llegaba al 87,74%. Creo comprender ahora 
que un estudio de cada uno de los rubros daría que no es el 92%, sino el 87,74%. Todavía no hemos ingresado en esta rebaja del 
75%. 


SEÑOR MOUCHANTEF- No se trata de que, en lugar del 92% sería un 87,74%, sino que, en vez del 86% sería un 87,74% sobre 
el salario nominal. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Sin incluir el 6% de la Caja? 
SEÑOR MOUCHANTEF .- Exactamente, señor Senador. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Creo que vale la pena leer lo que dice el artículo. Allí se indica que se exonera del 75% de la tasa de aporte 
previsional jubilatorio. De manera que no se exoneran accidentes de trabajo, aportes a la Caja de Jubilaciones, licencias, 
aguinaldos ni aportes personales. Normalmente, el aporte patronal sobre el nominal, es el 12,5%. Pero aquí se incluye la licencia, 
el aguinaldo, que también tienen aporte, y podrá llegar a ser el 15% o el 16%. El 75% es sobre el 12,5%. Concretamente, se 
exonera el 12% del 92%. Creo que eso es a lo que apunta la inquietud del señor Senador Michelini, más que a saber si es 11,36% 
o 12,48%. 


SEÑOR MICHELINI.- Si hasta ahora, incluida la Caja Profesional, un empresario pagaba el 92%, quisiera saber cuánto tendrá que 
abonar ahora. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Deberá pagar 80%, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber, a juicio del Gobierno —porque estamos en una situación más laxa, más difícil y las 
construcciones varían- cuánto influye esto en el costo final de la construcción privada, ya que la pública no estaría exonerada. 


SEÑOR DAVRIEUX.- En general, se está hablando de construcciones edilicias, donde la participación de la mano de obra es 
relativamente alta, pero no excede el 50%. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Incluyendo cargas? 


SEÑOR DAVRIEUX.- Sin incluir cargas; éstas van aparte, y son más del 50%, quizás el 80%. En realidad, deberíamos ver las 
paramétricas, ya que el componente depende del tipo de viviendas que se haga. El promedio del 50%, tomado en grandes cifras, 
significa una rebaja del 6% del costo total. 


SEÑOR MICHELINI.- No soy idóneo en estos temas pero, al menos, aspiro a entender este artículo que, desde ya, adelanto que 
voy a votar afirmativamente, a pesar de que después termine siendo un 5%, un 6% o un 7%. Deseo que se me proporcione esta 
información para que, en caso de que alguien pregunte, al menos pueda decir que esto implica una rebaja del costo total de un 
porcentaje equis. 


Concretamente, deseo saber cuánto representan las cargas sociales —es decir, ese 92%- en el costo de la construcción. ¿Es un 
10%? Si en el futuro, del 92% se va al 80%, tendré una idea de cuánto estaremos rebajando. 


SEÑOR DAVRIEUX.- En realidad, tendría que buscar las paramétricas, porque no las recuerdo en detalle. 


Puedo decir que, globalmente, en obras de este tipo, dichas cargas representan el 50%, en tanto en obras viales probablemente 
sea el 20%. Aclaro que estoy hablando de memoria, mencionando los porcentajes que recuerdo de analizar paramétricas hace más 
de 25 años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, el contador Davrieux nos enviará después las cifras exactas, a fin de evacuar las dudas del 
señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Pienso que estas dudas no son menores, al menos, para evitar que en el futuro hagamos el ridículo en un 
reportaje. 


Una cosa es decir que se rebaja el 6%, y otra afirmar que la rebaja sea menor y se demuestre que ni siquiera los Senadores 
tenemos claro cuál es la rebaja. 


De acuerdo a lo que se ha hablado, pasar del 92% al 80%, implica una rebaja del 11%, 12% o 13% de las cargas sociales. 
Entonces, si se baja un 6% del valor de la construcción, y ese porcentaje implica un 11%, 12% o 13% de las cargas sociales, éstas, 
por sí mismas, tendrían un valor mayor al 50%, lo cual no cierra. Pero me da la sensación de que estamos por debajo del 6%, 
independientemente de que eso me parece bien. Sería conveniente cuantificar lo que esto significa, teniendo en cuenta que 
algunos edificios implican más y otros menos. Tengo la sensación de que estamos muy por debajo de ese 6%. 


Tengo la sensación que si las cargas sociales, junto con la mano de obra, estuvieran en un 60% -y a su vez, las cargas sociales 
representan un 92% de todo lo que se hace- en términos gruesos estaríamos hablando de casi un 100% y llegaríamos a un 30%, 
un 12%, un 11% o un 10%, lo que nos daría un porcentaje de 3.5%, que igual es importante. De todas maneras, creo que es 
imprescindible precisar bien las cifras por parte de todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa se compromete a repartir la información en cuanto la remita la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Lo que voy a plantear no es una majadería, pero tiene una finalidad aclaratoria que podría verse 
posteriormente cuando se examinen los artículos, sin la presencia informativa del equipo económico. 


En el artículo 3% -creo que simplemente es una línea de desprolijidad de palabras y no otra cosa- se habla de la tasa de aportes del 
Banco de Previsión Social. Como creo que es un error, me gustaría que el equipo económico confirmara que es un error y aclare 
que es un aporte al Banco de Previsión Social. Dicha Institución puede hacer por su parte algún aporte tributario, pero ese es un 
tema ajeno a la ley. 


Por otro lado, la expresión, "aporte al Banco de Previsión Social" figura en otros artículos con más precisión, por ejemplo en el 1*. 
De todas maneras, me gustaría que esto se confirmara porque parto de la base que a este proyecto de ley ni siquiera se le va a 
cambiar una coma. En una palabra, quisiera que quede confirmado que lo que estoy interpretando es lo correcto, es decir que se 
trata de aportes al Banco de Previsión Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es obvio que es así. De todas maneras, tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Obviamente, el señor Senador Korzeniak es muy entendido en el tema —quizás más que quien habla- pero da 
la impresión de que efectivamente se trata de la tasa de aportes al Banco de Previsión Social. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera consultar al equipo económico sobre los artículos 4? y 5%, concretamente, ¿por qué se incluyeron 
en este Capítulo? Debemos tener en cuenta que la reducción del aporte patronal rural, en realidad se hace sobre el área explotada. 
Por lo tanto, me gustaría saber cómo influye esto en el fomento del empleo. 


SEÑOR MINISTRO.- Desde el punto de vista estrictamente conceptual, la señora Senadora tiene razón, porque esto no es 
puntualmente una reducción de costo sobre la contratación de mano de obra, pero sí una reducción de costo sobre el conjunto de 
la actividad agropecuaria en un momento de dificultades. Se supone que ello puede contribuir a mantener la estabilidad económica 
o colaborar en la mejor situación económica de las empresas y, en consecuencia, en sus posibilidades de contratación. 


Reitero que la observación de la señora Senadora es correcta desde el punto de vista estrictamente conceptual, pero creo que de 
todas maneras se mantiene, aún con esta aclaración, el objetivo de que esto facilita la situación económica del sector agropecuario 
en un momento de dificultades que lamentablemente se ha ido prolongando más allá de lo deseado. 


SEÑOR MICHELINI.- Respecto al artículo segundo e independientemente de que después nos puedan acercar la evaluación de 
cuánto sería el beneficio o el estímulo para quienes puedan estar en esta actividad, quisiera ir a lo que es el inciso primero de esta 
disposición. Dicho inciso refiere a aquellas obras cuya ejecución se encontrara suspendida por más de seis meses hasta la fecha 
de promulgación de la presente ley y se hubieran reactivado o se reactiven, en cualquier momento, a partir del 1% de noviembre de 
2000, naturalmente, hasta el 31 de diciembre de 2001. 


Si es posible, quisiera que en forma muy breve el equipo económico nos ilustre sobre la significación de esto. Esto quiere decir que 
seis meses antes de que se promulgue la ley, cualquier actividad que no estuviera suspendida en un período de tiempo menor, ¿no 
entraría en dicha ley? Esto intentaría evitar que frente a la ley se suspendan las obras. ¿Es ese el espíritu de la disposición? 
Observo que el señor Ministro asiente. 


Quisiera plantear otra duda. Si se reactivara la economía y hubiera obras que están suspendidas a diciembre del año 2001, 
¿estarían comprendidas en la ley? Esto, independientemente de que después se pueda corregir o no, producto de aspectos 
políticos. Acá se quiere dar un estímulo que se seguiría manteniendo a medida que la sociedad logre revertir la recesión. Entonces, 
pregunto si a esas obras, un año después, en noviembre o diciembre, ¿se les mantiene el estímulo? 


SEÑOR MINISTRO.- La reducción del aporte está prevista hasta el 31 de diciembre de 2001, y después está la facultad para 
extender el período, lo que obviamente no podemos comprometer ahora. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso dependería de la propia recesión. 

SEÑOR MINISTRO..- Reitero que de todos modos la reducción del aporte está prevista hasta el 31 de diciembre de 2001. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Concluido el análisis de la Sección l, corresponde considerar el artículo 65 que figura en la página 21. 
En consideración. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes de iniciar una breve exposición sobre esta Sección, cabe recordar que el señor Director de 
Planeamiento y Presupuesto tiene previsto desarrollar algunos temas, aparte de los que ya hemos estudiado, algunos de ellos 
anteriores a este artículo 65. Sin perjuicio de ello, vamos a entrar directamente en este tema de las Zonas Francas. Concretamente, 
quiero hacer una breve consideración introductoria y luego cederíamos el uso de la palabra, al señor Subsecretario, economista 
Brasca, a efectos de que detalle la redacción de estos artículos. 


Respecto al tema de las Zonas Francas existe en el país suficiente experiencia en la aplicación de la ley y nos hemos encontrado 
ahora, en el ejercicio del Ministerio, con diversos planteos tendientes a aclarar algunas dudas sobre la legislación vigente y lo que 
ella permite o no, especialmente, habida cuenta de que después que las decisiones del MERCOSUR, correspondientes al año 
1994 en las Zonas Francas que actúan en el país, prácticamente ya no tienen actividades industriales y se han concentrado en 
actividades comerciales o de prestación de servicios. 


En este tema, entonces, ha surgido alguna duda de interpretación sobre la expresión de comercialización y el alcance que ella 
tenía, lo cual estamos tratando de solucionar mediante la redacción que se ha planteado en el literal A) del artículo 2%, sobre todo lo 
que tiene que ver con el tema de la prestación de servicios. 


Al respecto, había dudas que también tratamos de responder a través de la redacción, en cuanto a la prestación de servicios a 
terceros países; pero, sobre todo se planteaba la duda de qué tipo de servicios podía prestarse de Zonas Francas a zonas no 
francas. En esto, hay por lo menos dos consideraciones de importancia y de signo contrario entre sí. Por un lado, está claro que en 
un cierto sentido, las Zonas Francas establecen cierta forma de competencia con las zonas no francas. 


Es decir, que dentro de un marco institucional más complejo, por ejemplo, las Zonas Francas no van a ser, en un principio, 
receptoras de actividades industriales, pero en otros sectores, exclusivamente el de servicios, la posibilidad de instalarse en zona 
franca o en zona no franca, va a ser una decisión que los empresarios correspondientes van a tomar en función de una serie de 
consideraciones, teniendo en cuenta que la zona franca tiene ventajas muy claras sobre las zonas no francas. 


En consecuencia, hay un tipo de consideración vinculado a esta suerte de oposición entre zona franca y zona no franca, en el 
entendido de que es bueno en sí mismo que la zona franca se expanda, amplíe sus actividades y demás; pero debemos tener 
presente que si esta expansión se hace a costa de actividades que se podrían instalar en zona no franca, de hecho estaríamos — 
entre otras cosas- reduciendo la base tributaria del país y, por lo tanto, planteando determinados perjuicios, lo que no quiere decir 
que sea el único factor a tener en cuenta en estas consideraciones. De modo que hay un tipo de razonamiento que hay que tener 


presente y es el que tiene que ver con el hecho de hasta qué punto las facilidades que se den para instalarse en las Zonas Francas 
pueden competir y eventualmente atraer inversiones que de otra manera estarían instaladas en zonas no francas. 


La segunda consideración a la que hacía referencia y que en cierto modo es de signo contrario a ésta, tiene que ver con que todos 
sabemos que en este mundo globalizado —expresión de moda aunque ya desvalorizada- hay muchas actividades que personas y 
empresas radicadas en el país entablan en relación con el resto del mundo. Son actividades de todo tipo y en realidad es casi 
ilusorio, por no decir imposible, pensar en reglamentar o impedir, en función del avance de las comunicaciones, de la tecnología, de 
Internet, de los e-mail, que establecen una realidad de hecho que está más allá de las posibilidades de control de un gobierno, sea 
que se esté a favor o en contra de determinadas cosas. Partiendo de esta base, un razonamiento posible podría decir que si hay 
cosas que de todas maneras, personas o empresas del país hacen en relación con el exterior, sin posibilidad de controlarlas o de 
legislar sobre una realidad que está más allá de la voluntad política de los Legisladores, ¿por qué no incluir las Zonas Francas 
dentro de ese resto del mundo y no darles, expresamente, la posibilidad de que intervengan en esta cuota de actividades que el 
país tiene con el resto del mundo, habida cuenta de que es una realidad que de todas formas se da. Como los señores Senadores 
se imaginan las dos consideraciones que hice son muy importantes y tienen, en cierto modo, determinado factor de contradicción y 
no es fácil pronunciarse categóricamente sobre una de ellas con independencia de la otra. 


De manera que tratamos de hacer un análisis lo más objetivo posible de la situación, previendo expresamente, en la medida de lo 
posible, las situaciones que a nuestro juicio es deseable que sean contempladas y todo esto dio lugar a la redacción del inciso c), 
que a nuestro juicio establecen especificamente aquellas actividades que se pueden dar de las Zonas Francas a las zonas no 
francas, tal como dice aquí. Este fue otro de los temas que hubo que tener en consideración y se refiere al respeto a los 
monopolios, a las exclusividades estatales y/o concesiones públicas. Eso se debió a que también nos podríamos encontrar que por 
esta vía de facilitar ciertas actividades en la zona franca nos podría llevar a afectar lo que de otra manera está decidido desde 
tiempo atrás como monopolio, etcétera. 


Esta es, básicamente, la introducción que quería hacer a efectos de destacar las dificultades de definición y redacción que tienen 
que ver con el articulado de Zonas Francas. 


A continuación, pediría al señor Subsecretario que diera mayores detalles sobre la redacción. 


SEÑOR BRASCA.- A modo de hacer una recapitulación de cuáles son las grandes diferencias entre el régimen votado en la 
Cámara de Representantes respecto del régimen vigente, de acuerdo con el artículo 2? de la Ley de Zonas Francas, debo decir que 
las grandes líneas que se siguieron a lo largo de todo el proceso de discusión en la Cámara de Representantes, tendieron a 
atender los dos aspectos que mencionaba el señor Ministro. 


La mayor cantidad de reforma se produjo, como dijo el Ministro, en los literales c) y d) del artículo. Si no hay dudas respecto de los 
literales anteriores, me gustaría enfocarme en ellos. El literal c) en particular parte con una generalización de la autorización de la 
prestación de servicios al exterior. El esquema original de la ley remitía los literales a) y b) a lo que son las actividades respecto de 
bienes; el c) estaba restringido a las actividades de servicio y establecía más o menos taxativamente una cierta lista de servicios 
permitidos en la ley original. 


El primer inciso del articulado aprobado en la Cámara de Representantes comienza diciendo "prestación de todo tipo de servicios", 
con lo que se habilita de modo genérico la prestación de todo tipo de servicio desde la zona franca hacia terceros países. 


En la segunda parte del literal c) es donde se identifican ciertas actividades que hoy por hoy tienen escasa dimensión en lo que es 
el mercado interno de nuestro país, en cuanto a oferentes locales. Simultáneamente, los demandantes locales de esta actividad los 
puede obtener libremente en el exterior sin tributar y sin ningún requisito ante ninguna actividad nacional. Una vez identificadas 
esas actividades se las autoriza de modo genérico a las Zonas Francas a prestarlas en el territorio nacional, de la misma forma que 
ya lo pueden hacer en territorio no nacional. Esto está sujeto a las tres restricciones a que hizo referencia el señor Ministro de 
monopolios, exclusividades y concesiones públicas existentes. 


Esas son, básicamente, las modificaciones que se establecen en el actual literal c), aprobado por la Cámara de Representantes, 
respecto al texto de la ley vigente al día de hoy. 


Con relación al literal d) -que en origen establecía una autorización genérica al Poder Ejecutivo a habilitar nuevas actividades a 
desarrollar desde zona franca- se mantiene, en primer lugar, el inciso original tal cual estaba y, luego, se agrega un segundo inciso 
en el que se dicen las condiciones bajo las cuales el Poder Ejecutivo puede habilitar nuevos servicios a prestar desde zona franca a 
territorio no franco. 


Las condicionantes que se imponen a esas nuevas actividades, es que estén sujetas al régimen tributario general al que lo están 
las empresas que hoy funcionan dentro de nuestro territorio nacional. La razón de ello es la más elemental de las equidades en 
materia tributaria. 


Cabe destacar que las empresas que se desempeñan en territorio franco cuentan con un contexto muy positivo. En principio, no 
están sujetas a monopolios legales y pueden llegar a funcionar hasta con cargas patronales y laborales del 75%, porque el 25% 
restante de su mano de obra pueden contratarla sin cargas laborales. Por esta razón, para que ingresen al mercado local en 
igualdad de condiciones, se entendió adecuado exigirles como mínimo que estén en igualdad de condiciones tributarias con las 
empresas locales radicadas en el resto del territorio nacional. 


Finalmente, en ese literal D) hay una adecuación del que originalmente era su último inciso, por el cual se cambia el concepto de 
"industria" por el de "empresa". 


Hoy por hoy, el sector servicios es muy importante y el concepto de industria no necesariamente puede englobar al de empresa de 
servicios. Por tanto, ya que el concepto de empresa es más general y abarca a ambos tipos, tanto a las industriales como a las de 
servicios, se tomó ese recaudo. 


El inciso final atiende a una situación que se planteaba, por la cual algunas Zonas Francas, dado su gran dinamismo, conseguían 
calificar como grandes consumidores, lo que les permitía trabajar a tarifas sensiblemente menores. Con el ánimo de poner en 


igualdad de condiciones a las distintas Zonas Francas, se habilitó el último inciso de este artículo 2%, que es el que hace referencia 
a ANTEL. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero agregar un detalle muy menor a los efectos de la exposición y quizá no tanto desde el punto de vista 
conceptual. 


Tengo entendido que el señor Presidente de ANTEL está invitado a concurrir a esta Comisión en el día de hoy. Más allá de un 
acuerdo sustancial con el contenido del último inciso adelanto una impresión primaria que el señor Presidente de la Comisión podrá 
confirmar o no después, en el entendido de que sería inconveniente establecer este tipo de disposiciones por ley. De todas 
maneras, este es un tema que seguramente podrán desarrollar con más detenimiento los señores Legisladores cuando concurra el 
señor Presidente de ANTEL al seno de esta Comisión. 


SEÑOR KORZENIAK.- Deseo hacer una pregunta sobre el apartado A) del artículo 65. Me parece que tiene varios errores, que 
quizás son dactilográficos, pero de todas maneras voy a plantearlo. 


Si no entiendo mal, a los efectos de las Zonas Francas, desde el punto de vista técnico suele hablarse del territorio nacional y 
después se lo divide en territorio franco y no franco. Ahora bien; en el apartado A) aparece una nueva expresión, que quizás es 
usual, pero confieso que no la conozco en materia de zona franca ni tampoco en la del concepto de territorio. Como decía, al final 
del apartado A), se dice: "En todo caso que se produzca el ingreso de los bienes al territorio político nacional". Me parece que la 
expresión "territorio político nacional" no solamente ha caído en desuso, sino que también es una desprolijidad. Territorio político del 
país es la zona geográfica del país, aérea y subterránea, donde se aplican las normas uruguayas o un concepto un poco más 
abstracto de Kelsen, que no lo vamos a mencionar en este caso. Se trata de un error o, quizá, en otros países que tienen más 
tradición en zona franca se habla de territorio geográfico y político. No lo sé y, por tanto, me gustaría tener una idea al respecto. 


Después, se dice, —-en este caso sí estoy convencido de que se trata de errores- : "será de estricta aplicación a lo dispuesto". 
Considero que la "a" está demás -aclaro que tengo la versión venida de la Cámara de Representantes-; en todo caso, será de 
aplicación "lo dispuesto". Luego, dice: "en el artículo 36 de la presente ley". Creo que no tiene nada que ver dicho artículo, que creo 
refiere a los trabajadores que hagan uso de licencia especial. 


SEÑOR BRAUSE.- Quisiera dar mi interpretación a las dos interrogantes formuladas por el señor Senador Korzeniak. 


En cuanto a la redacción que establece el literal A) del artículo 2”, que sustituye el artículo 2% de la Ley N* 15.921, a mi juicio quiere 
distinguir del territorio nacional aquel enclave que es una zona franca, que desde el punto de vista tributario se diferencia por ser 
una zona separada del territorio nacional. Por definición la zona franca es, precisamente, un enclave en el cual la potestad tributaria 
del Estado no se aplica porque éste, voluntariamente, resolvió crearlo y en él no rigen los tributos. Si hacemos la interpretación 
contraria, cuando se menciona al "territorio político nacional" se hace referencia al ingreso de mercaderías desde ese enclave 
donde no se aplican los tributos al otro en el que sí rigen las potestades tributarias del Estado. 


SEÑOR KORZENIAK.- O sea, a la zona no franca, como se dice más adelante, en el literal D). 


SEÑOR BRAUSE.- A mi juicio, esa es la interpretación que corresponde en este caso, sin perjuicio de coincidir en que no ha sido 
feliz la incorporación del vocablo "político"; debería haberse indicado "el ingreso de los bienes al territorio nacional no franco" 


En cuanto a la segunda interrogante que plantea el señor Senador Korzeniak, quiero señalar que cuando se menciona el artículo 
36 de la presente Ley, a mi juicio se refiere a la Ley N* 15.921, que tiene como subcapítulo "De los Bienes en Zonas Francas". Allí 
se dice que los bienes, mercancías y materias primas de procedencia extranjera con destino a zona franca deberán cumplir de 
inmediato con dicho destino una vez llegadas al país. Además, se señala que no podrán permanecer en ningún depósito, salvo en 
aquellos ubicados dentro de los recintos aduaneros y durante el lapso máximo que la reglamentación fije para cumplir con su 
introducción a la respectiva zona franca. Reitero que esto refiere a la ley de zona franca y no al proyecto de Ley de Urgencia que 
estamos considerando en este momento. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente, quería confirmar ese dato y la interpretación porque hace unos instantes había tenido a la 
vista el texto nuevo de la ley. Dicho sea de paso, se trata de una ley en la que, entre las normas citadas que dio la Cámara de 
Representantes, no figuraba este artículo 2”. Reitero que lo acabamos de ver, porque la Secretaría nos lo ha facilitado. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer una pregunta más general. Naturalmente, puedo caer en la primera observación que hizo el 
señor Ministro, en cuanto a las virtudes y defectos que tiene este tipo de ordenamiento. De todas maneras, quiero saber qué 
porcentaje de gente emplea y qué porcentaje de recursos utiliza la actividad de servicios. ¿Es más del 70% en este momento? 


SEÑORA GIAMBRUNO.- El señor Senador Michelini me va a disculpar, pero justamente recién estábamos hablando con la 
contadora Ramos, porque teníamos diferentes versiones, donde las referencias a los artículos eran distintas. 


SEÑOR MICHELINI.- Preguntaba qué porcentaje en la economía nacional tiene la actividad de los servicios, ya sea medida por 
recursos o por la gente que emplea. Estamos hablando del 70% o quizás de más del 80%. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El sector agropecuario está próximo al 10%, la industria en el 20% y la construcción en el 3% o 4%, por lo 
que estamos por arriba del 30%. Entonces, pensemos en dos tercios de servicios. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando se desarrollan algunas ideas, se hace con un fin específico. Cuando se desarrolló la ley de 
forestación, no había forestación en el país, se daba un estímulo y se generó toda una actividad. Cuando se plantea la idea de la 
zona franca, más allá de su articulado específico, se trata de buscar ciertos mecanismos para que allí se instalen ciertas industrias 
que puedan exportar al mundo. Naturalmente, se les habilita una serie de servicios intrínsecos, dentro de las propias Zonas 
Francas, para que todo esto funcione. Me pregunto si con esto no estaríamos haciendo un traslado de servicios a este tipo de 
zonas, es decir, que una serie de actividades se empiecen a instalar en las Zonas Francas porque tienen ciertas exoneraciones y 
después terminen vendiendo parte de sus productos en el exterior y otra fracción dentro del territorio nacional. Entonces, no 
estamos frente a un problema específico de habilitar más en cuanto al tema de las Zonas Francas, sino ante un problema tributario 
más estructural. 


SEÑORA PERCOVICH.- En consonancia con lo que venía planteando el señor Senador Michelini, me quiero referir al literal D), 
donde establece: "Otras que, a juicio del Poder Ejecutivo, resultaren beneficiosas para la economía nacional o para la integración 
económica y social de los Estados". Me gustaría saber cuáles son los criterios que definen que pueden ser beneficiosas para la 
economía nacional. Me parece que sería importante que se aclararan. 


SEÑOR BRAUSE.- Simplemente, quiero señalar que no se innova en la materia, porque la actual Ley N* 15.921, establece que las 
Zonas Francas son áreas del territorio nacional, de propiedad pública o privada. Por su parte, en el literal D) del artículo que 
estamos considerando se dice: "Otras que, a juicio del Poder Ejecutivo, resultaren beneficiosas para la economía nacional o para la 
integración económica y social de los Estados". De manera tal que en esta materia ya existe una facultad otorgada por el 
Legislador, al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO.- Ratifico lo que ha expresado el señor Senador Brause. Esta redacción del literal D), de hecho, recoge, lo que 
ya existía en la ley vigente. De modo que no es un agregado que hayamos propiciado a partir de esta iniciativa. 


Sinceramente, hoy no tendría elementos de juicio como para dar una respuesta sobre qué otras actividades podrían resultar 
beneficiosas e integrarse a esta autorización. Lo veremos en el futuro, dependiendo de las distintas consideraciones. En todo caso, 
lo que sí hemos propiciado es el agregado que tiene que ver con el régimen tributario que sería de aplicación para estas 
actividades, de modo de cuidar el equilibrio tributario, que pueda quedar eventualmente comprometido por estas actividades, con 
relación al sistema tributario en su conjunto. 


Con respecto a la primera pregunta del señor Senador Michelini, sin duda, es una preocupación sustancial del Ministerio y también 
debería serlo del país, a la luz de la experiencia que tenemos en cuanto a la creación de las Zonas Francas, de lo mucho y bien 
que se han desarrollado algunas de ellas y de esa contradicción permanente que puede plantearse, por lo menos, en algunas 
actividades, entre la instalación en zona franca o en zona no franca. Por eso hemos sido muy restrictivos —por lo menos, a nuestro 
criterio- en el establecimiento de las actividades que pueden instalarse en Zonas Francas para su intercambio con zonas no 
francas. Esta es la primera forma de respuesta a la pregunta que hizo el señor Senador Michelini. 


La segunda forma, es porque dentro de la zona no franca, hay actividades que tienen distintas exoneraciones. De modo que allí, la 
consideración de zona franca y zona no franca, se atenúa en buena medida. 


Lo otro que estamos considerando muy firmemente, al punto de que estamos dando los toques finales a un decreto, en ese 
sentido, es la exoneración del IVA en la exportación de servicios, que es una facultad que tenemos de acuerdo con las normas 
vigentes. Esto tiende en esa dirección. Hemos comprobado que, efectivamente, hay actividades que se están instalando en Zonas 
Francas para exportar servicios a terceros países, entre otras cosas, porque allí no tienen esta dificultad planteada, con la 
facturación del IVA. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Es un problema administrativo? 


SEÑOR MINISTRO.- Es un problema tributario, de costos, de cálculo económico, que creo podemos solucionar en esta parte del 
IVA, mediante un decreto para el cual estamos autorizados. Hemos venido trabajando en él en estos últimos meses, pero por 
distintas circunstancias lo hemos venido postergando. En este momento, reitero, estamos dando el toque final a este decreto y me 
parece oportuno hacer el anuncio correspondiente en el seno de esta Comisión. 


De modo que aquí hay distintos factores en juego, son delicados, tienen un equilibrio difícil de alcanzar. Entonces, estamos 
tratando de movernos de la mejor manera posible en este tema tan difícil. 


SEÑOR MICHELINI.- Me da la sensación de que en momentos tan difíciles como los que estamos viviendo, se pueden dar señales 
contradictorias. 


Es notorio que el señor Senador Gallinal sobre estos temas sabe mucho más que yo. Pero lo cierto es que en una misma ley, en la 
Ley de Presupuesto, se otorgó la facultad al Poder Ejecutivo para la venta de parte de ANCEL y, por otro lado, se aprobó la unidad 
reguladora de las telecomunicaciones. Algunos que saben más que uno, dicen que en parte esto puede ser contradictorio, porque 
si hay problemas de caja o se quiere tener un muy buen precio por ANCEL, quienes vengan a comprarlo lo pagarán muy bien si 
hay intrínsecamente una renta monopólica u oligopólica. En la medida en que el mercado se desregule, vengan otros competidores 
y se hagan inversiones, esa renta supuestamente monopólica u oligopólica, va a bajar. 


Estamos hablando de una autorización que todavía no se concretó, pero según se dice, llegaría un momento en que si hubiera 
muchos competidores o, al menos, la amenaza de que esto se desregule y haya muchos competidores, nadie pagaría por ANCEL 
lo que en un primer momento se hubiera aspirado obtener por ese porcentaje. 


Lo cierto es que aquí también hay otro aspecto. El Presidente de ANTEL ha dicho que se están bajando las llamadas 
internacionales. Allí empieza a haber un monopolio que se cae de hecho; se utiliza INTERNET y otros mecanismos, quizás no con 
la precisión tecnológica que se necesita. Entonces, la pregunta que me hago es por qué hay que otorgar esta potestad a las Zonas 
Francas, inclusive, haciendo que algunas industrias terminen instalándose allí en función de este beneficio, como también ocurría 
con el IVA, respecto al cual se ha dicho que se ha preparado un decreto, por lo que me alegro ya que puede solucionar ese tema. 
Si el monopolio cae de hecho y se ha votado una unidad especial para que se haga competencia -que todavía no ha comenzado a 
funcionar, porque el Presupuesto todavía no se ha convertido en ley- ¿por qué no hacer esto en todo el territorio nacional, y no sólo 
en Zonas Francas, para que los operadores que vengan hagan las inversiones correspondientes? 


No me parece bueno que obliguemos a que, en algún caso, las empresas que tengan gran comunicación con el exterior tengan que 
instalarse en zona franca. Inclusive, creo que ANTEL está mentalizada o preparada —por lo menos, así lo manifestó su Presidente 
cuando estuvo en la Comisión de Ciencia y Tecnología- para afrontar la situación de que haya, no un competidor, sino varios. Creo, 
pues, que habría que regular a esos efectos, y no actuar vía este mecanismo. Quizás los más entendidos, como el señor Senador 
Gallinal, tengan alguna objeción —y de pronto, técnicamente tendrían razón- pero me da la sensación de que se hace un poco por 
aquí y otro poco por allá, sin dar una señal clara de hacia dónde se va. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No sé si entendí bien la pregunta. No obstante ello, debo decir que las cuatro actividades que figuran 
en el literal C) -que son actividades que, hoy por hoy, se pueden contratar en el exterior- están siendo habilitadas de hecho y, 
básicamente, sin restricciones. En ese sentido, se está reconociendo el punto que marcaba el señor Senador Michelini. 


Para el conjunto de actividades que aún no ha llegado a ese estadio de desarrollo, cuando la tecnología no ha llegado a destruir 
esos monopolios naturales o las posibilidades de control de la Administración como para capturar cierta tributación, o cuando ésta 
no se las ha ingeniado como para alcanzar tales actividades, es que está quedando el literal D). Es decir que el Poder Ejecutivo 
habilita en la medida que lo entienda necesario. En la misma medida, entonces, automáticamente ya están quedando encuadradas 
en el régimen tributario que rija al momento de su habilitación, de modo de mantener la igualdad entre Zonas Francas y territorio no 
franco en lo que tiene que ver con esos negocios. Estamos hablando de una igualdad que guarda el doble equilibrio: por un lado, el 
de la competencia entre sí por el mercado local, porque están sujetas al mismo régimen; y, por otro, igualdad hacia los mercados 
externos. Las empresas en zona franca, que no tienen tributación alguna cuando se dirigen hacia los mercados externos, 
quedarían beneficiadas si no se acordara para las locales, cuando se dirigen hacia mercados externos, el régimen que anunció el 
señor Ministro de, por ejemplo, desgravación del IVA. 


Entonces, el literal D) está atendiendo a todas las actividades que no hemos identificado, hoy por hoy, como que han superado las 
barreras de los monopolios o las barreras administrativas por el avance tecnológico. Se atiende a esas actividades con el sentido 
de mantener el equilibrio en el mercado de la oferta local de esos servicios respecto al que se hace desde Zonas Francas, tratando 
de lograr una adecuada equiparación y no dando estímulos para perder empresas desde el territorio no franco, evitando que se 
instalen no naturalmente allí. 


En síntesis, esa fue la filosofía, aunque no estoy seguro de haber entendido la pregunta que planteaba el señor Senador Michelini. 
SEÑOR MICHELINI.- La contestación era más global; pero, de todos modos, luego la revisaremos en la versión taquigráfica. 


La sensación que tengo es que los niveles de inversión en el mundo, en lo que hace a los temas servicio y telecomunicaciones, son 
muy importantes, que hay un desconocimiento general muy grande —por lo menos yo lo tengo- y que actuamos a impulsos. Por un 
lado se habla de vender el 40% de ANCEL, de subastar las líneas, y por otro se arma la unidad regulatoria, se ponen algunos 
servicios —el señor Subsecretario ha dicho que algunos han sido contemplados- y la sensación que tengo es que algunos de esos 
impulsos pueden ser complementarios, pero otros contradictorios, si estoy a lo que me trasmiten los entendidos. 


Inclusive, creo en que la subasta de esas bandas a que se hace referencia debería tenerse mucho cuidado, porque ya en el mundo 
—la primera expresión se la escuché decir al señor Senador Gallinal, que nos lleva algunos años en este tema- se empiezan a 
subastar algunas otras. Los entendidos dicen que si se subastan sólo algunas, vendrán determinados competidores, con lo cual 
prácticamente se estará definiendo el mercado futuro porque algunos operadores quedarán fuera. Entonces, de pronto lo mejor 
sería subastar otras y aunque no se empezaran a usar, ponerlas en el paquete, con lo cual notoriamente el Estado podría ganar 
más en función de que vendrían más competidores en el momento de subastar. 


Repito que tengo la sensación de que vamos tocando por distintos lados, de que por ejemplo incluimos un inciso final de la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones, de que actuamos poniendo parches, sin que esto signifique una crítica de mala fe, 
sino que refleja lo que es la realidad. 


De cualquier manera, el señor Subsecretario dice que esto, en algunos aspectos, estaría contemplado. Entonces, revisaremos la 
versión taquigráfica y, en todo caso, haremos luego un pedido de informes. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Es legítima la preocupación del señor Senador Michelini: lograr la perfección en la medida de lo posible. De 
hecho, las críticas que está recibiendo alguna disposición aprobada dentro del Presupuesto, no tienen que ver con las 
presentaciones que ha hecho el Poder Ejecutivo. Este presentó un proyecto ampliando la posibilidad de ANTEL de realizar 
acuerdos privados, estableciendo la exclusividad de la telefonía básica y creando, luego, en el Mensaje Complementario, las 
Unidades Regulatorias, por entender que no regía el monopolio de ese Ente para muchas de las actividades que claramente ahora 
se dice que no rigen. Como de hecho ya se estaba aplicando, no como un monopolio, decidió efectuar esa licitación para conceder 
el uso de determinadas bandas del espectro para la comunicación celular. Decididamente, en este tema el Gobierno —suena 
extraño que lo diga yo- no es nada fiscalista; no estaba pensando en vender ANCEL, porque esa no fue una propuesta del Poder 
Ejecutivo. Entonces, el hecho de que podemos ganar menos vendiendo ANCEL, porque subastaríamos bandas e introduciríamos 
competencia en el mercado, no es la principal preocupación del Poder Ejecutivo. A éste le preocupa la inconveniencia de la 
existencia de monopolios, la circunstancia de que no haya competencia, y en este sentido es que se hace la licitación. Luego, como 
una alternativa, se introduce esta idea en la Cámara de Representantes, y parece que ha tenido aprobación, por lo menos en los 
aspectos tratados en el Senado y en aquella Cámara. También se establece la posibilidad —que nos parece imperativa- de que 
ANTEL inicie un proceso para poder convertir a ANCEL en una sociedad anónima. 


Sin embargo, el tema, como política y como visión global, es la apertura de la competencia en comunicaciones, pero no regalando 
el uso del espectro de las amplitudes, para que esto sea en beneficio de la sociedad. En este sentido es que se han proyectado las 
licitaciones que se están preparando, que no tienen el fin de hacer negocio con la utilización de un determinado activo, cosa que 
también puede ser conveniente, y en la medida en que esté autorizado y que esté dispuesto a que se haga, se va a hacer. Sin 
embargo, la idea no es maximizar el uso de un monopolio como beneficioso para la economía nacional, sino usar la competencia 
para mejorar la eficiencia nacional y utilizar un activo valioso que tengamos para generar mayores ingresos con el fin de financiar el 
presupuesto nacional. 


Repito que no pretendemos maximizar un monopolio a costa de la eficiencia nacional y esa es, realmente, la visión del Poder 
Ejecutivo sobre el tema. Cuando se planteó la amplitud de la extensión de algunos servicios que se pudieran usar en zona franca, 
aparecieron listados estos posibles servicios, porque se había detectado por parte de ANTEL, que fue la que hizo la consulta, que 
se trataba de servicios que ya se usaban desde fuera del país. 


Entonces, lo que estábamos haciendo era permitir que viniera competencia de fuera del país, pero no de la zona franca, poniéndola 
en desigualdad de condiciones con cualquier empresa que se instale en alguna zona franca argentina o en Argentina mismo. Por 
este motivo se estableció ese listado. Creo que es bastante coherente que los distintos elementos estén en un territorio nuevo en 


donde se están introduciendo innovaciones, aunque dentro de cinco años se puede decir que esto estuvo mal hecho porque no se 
previeron los avances tecnológicos que llegaron y que aún no conocemos. Esto es lo que ocurre cuando se está en un campo de 
transformaciones muy rápidas. Estos temas se están tratando de ordenar; se aprobó —creo que afortunadamente- la creación de la 
unidad regulatoria, aunque lamentablemente es dependiente de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, porque crea una 
responsabilidad no deseada por el Director. De todas maneras, esto se creó de esa manera, incluso absorbiendo a la Dirección 
Nacional de Comunicaciones. En definitiva, todo está orientado a crear un marco más lógico para trabajar con un esquema que, en 
realidad, es de apertura a la competencia. 


SEÑOR CID.- Mis dudas ya fueron contestadas en parte por el señor Subsecretario y por el contador Davrieux. 


Me queda claro que lo que se establece con respecto a que el Poder Ejecutivo adoptará las medidas necesarias para que no se 
perjudiquen actividades no francas, está incorporado específicamente en el literal D) del inciso tercero. Mi duda surgía en cuanto a 
si no se incluía también el literal C), porque existen algunas actividades -de las cuatro determinadas a texto expreso, taxativamente, 
en dicho literal- que se desarrollan desde territorio no franco. Digo esto porque ya existen algunos "call centers" que están 
funcionando en territorio no franco y, de acuerdo con esta redacción, con la instalación de un "call center" que tenga como actividad 
fundamental ser un centro internacional de llamadas —aunque esa actividad no sea exclusiva, es decir, que también pueda cubrir 
parte del territorio no franco- quedarían desprotegidos frente a la competencia —hecho que ya se señaló en la Cámara de 
Representantes- de poderosas empresas internacionales, como por ejemplo IBM, que parecería que tiene deseos de instalarse en 
zona franca. Esto dejaría prácticamente sin competencia, por razones tributarias, a estos "call centers" que funcionan en territorio 
no franco. 


SEÑOR BRASCA.- Para responder al señor Senador, debo decir que parte de las actividades que están siendo exoneradas de 
impuestos a las exportaciones son, efectivamente, los "call centers" radicados en territorio no franco, con el fin de reponer la 
igualdad que, teóricamente, se estaría perdiendo por este motivo. Este es uno de los puntos que queríamos aclarar en esta 
materia. 


Cuando se discutió en la Cámara de Representantes, se habló también de otros tipos de actividades que funcionan, básicamente, a 
nivel local y principalmente a través de servicios telefónicos de llamadas, por ejemplo, las empresas de radio llamada. Las 
observaciones que hicieron los integrantes de la bancada del Frente Amplio — Encuentro Progresista fueron atendidas incorporando 
la palabra "internacional" y excluyendo la posibilidad de que tengan como único o principal destino el territorio nacional, porque 
esas son operaciones típicamente nacionales. Por esta vía se protegió a ese tipo de actividad que se desarrolla a nivel local, 
buscando también la permanencia de su radicación. 


Es decir que, básicamente, sus inquietudes están siendo recogidas por dos vías distintas. Una de ellas está en el propio texto, 
cuando se excluye la posibilidad de prestar servicios —en definitiva, una especie de "call center"- exclusiva o principalmente hacia el 
territorio nacional. Este concepto está recogido en el numeral 1) del literal C). 


La otra tiene el fin de reponer la igualdad tributaria para aquellos "call centers" radicados en territorio no franco, con actividad 
principal hacia el exterior de la República, a los que se los exonera de la tributación del IVA. Esto, de algún modo, va a colaborar en 
el sentido de que no haya relocaciones o reacomodos de empresas desde territorio no franco hacia territorio franco. Obviamente, 
en el tema de los "call centers", que son intensivos en la utilización de mano de obra y en servicios personales, uno de los 
principales insumos es, justamente, el costo de transporte de la gente hacia zonas alejadas, donde generalmente se ubican las 
Zonas Francas. Esto significa una ventaja competitiva que tiene un "call center" radicado en territorio no franco, en el propio centro 
de cualquiera de nuestras ciudades. Entonces, teniendo en cuenta esas ventajas, que están acompañadas, por ejemplo, de la 
exoneración que están teniendo a partir de la aprobación de este decreto, y sumadas a las actividades de exportación de servicios 
que realizan los "call centers", nos permite asegurar que se equipara la situación de las empresas radicadas en territorio no franco 
con las que se ubican en territorio franco. 


SEÑOR CID.- Quisiera hacer dos preguntas en una. 


En primer lugar, deseo saber si es por vía de un decreto o por la aplicación de la Ley de Inversiones que se están haciendo estas 
exoneraciones o esta igualdad tributaria entre unas empresas y otras. También quisiera efectuar un comentario. El hecho de que no 
tengan como destino principal el territorio nacional parece obvio en el entendido de que las empresas de las que estamos 
hablando, que tienen interés en radicarse en zona franca, fundamentalmente tendrían un destino internacional y lo nacional sería 
considerado como un adicional mínimo en cuanto a su significado. Es decir que esta redacción, según interpreto, no da una 
protección específica a los "call centers" locales sino que, por el contrario, abre la perspectiva de que aquellas empresas que 
tengan fundamentalmente un destino internacional, puedan tener una competencia a nivel del territorio no franco. 


En realidad, repito, la pregunta es si eso es por vía de decreto o por la aplicación de la Ley de Inversiones, y quisiera saber cuál es 
el mecanismo por el cual se está equiparando, desde el punto de vista tributario, a los "call centers" locales con los internacionales. 


SEÑOR MOUCHANTEF.- Todo lo contrario. En realidad, el decreto que anunció el señor Ministro tendría dos aspectos. 
Corresponde aclarar que el decreto también incluye una parte de software, y está referido al Impuesto al Valor Agregado y surge de 
una facultad legal que está contemplada en la Sección X, que es donde se legisla todo lo relacionado con dicho Impuesto. 


Allí se permite al Poder Ejecutivo establecer aquellos servicios que se consideran exportaciones. En definitiva, en ese decreto se 
efectiviza una facultad legal que existe hoy en día. 


En lo que se refiere a los centros internacionales de llamadas, hay algo que me parece importante que quede claro. En ese tipo de 
actividad, no se incluyen para las Zonas Francas y las no francas ninguna exoneración o tratamiento especial para los centros de 
llamadas locales, puesto que estas estarían gravadas. Además, las Zonas Francas —en el caso de los centros de llamadas locales- 
no estarían habilitadas por este artículo para realizarla. Se parte de la base de que los servicios de los centros de llamadas 
internacionales, si no son prestados por las Zonas Francas, en virtud de la gran fluidez en la oferta de los servicios desde el 
exterior, tienen la siguiente alternativa. O bien se practican desde el exterior —estando prácticamente exoneradas- o se les da la 
posibilidad de que los brinde la Zona Franca. Esas actividades prestadas en territorio no franco por los centros internacionales de 
llamada , en definitiva, no estarían en condiciones de competir. Lo que ocurriría, por ejemplo, sería que se instalarían en Paraguay. 


SEÑORA GIAMBRUNNO.- Quisiera aclarar que con el literal c), el Poder Ejecutivo no quiso autorizar a determinadas actividades 
de Zona Franca para brindar servicios en zonas no francas. Ese no fue el fin. Dicho Poder trató de autorizar en Zona Franca el 
funcionamiento de determinados servicios, en los casos en que la tecnología no permite hacer la separación de quien puede 
acceder a ellos. En la Dirección General de Comercio, especificamente en el área de Zona Franca, hemos tenido muchos usuarios 
que nos han pedido autorización para habilitar servicios a ser brindados en el exterior. Pero se la hemos negado porque 
entendíamos que no teníamos una forma para separar las barreras y asegurarnos que no se accediera desde zona no franca. Hay 
una cantidad de usuarios -a quienes se les ha negado siempre- que pidieron autorización para brindar distintos servicios que 
requieren tecnología informática o telefónica, no porque el inversor quiera brindar esos servicios al territorio nacional, sino porque 
quieren darlo al exterior. 


Cuando la tecnología avanza, las leyes son muy rígidas y nos impiden el desarrollo de esas actividades que, en definitiva, se 
radican en el exterior, por no poder hacerlo en la Zona Franca. 


SEÑOR BRASCA.- Quisiera poner un ejemplo en el cual se justificaría la no exclusividad del objeto hacia el exterior. Imaginemos 
que uno de esos famosos centros de llamadas internacionales obtuviera un contrato para hacer una encuesta sobre cuántas horas 
de televisión vende determinada señal de TV internacional en América Latina. 


Si le impidiéramos a esa empresa hacer parte de la encuesta dentro del territorio nacional, posiblemente, sería una desventaja 
comparativa grande para ese "call center" respecto de otros del exterior que, perfectamente, podrían hacer una encuesta en 
Montevideo a través de llamadas internacionales, consultando a 25 personas que, sumadas a las 975 restantes de América Latina, 
le permitirían concluir la muestra. 


Entonces, si a nuestra empresa local de Zona Franca le impedimos acceder, de modo secundario o accesorio, al mercado local, la 
estaremos haciendo menos capaz que otra de similares características ubicada en cualquier país del resto del mundo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera saber, a juicio del Equipo Económico, cómo quedarían estas normas que hoy se proponen hacia 
el 2006, en el marco de los acuerdos del MERCOSUR, ya que en ese momento caerían las características de excepción de las 
Zonas Francas. ¿Qué vigencia tienen estas normas? ¿Qué pasaría en esa fecha? 


SEÑOR MINISTRO.- Sinceramente, no estoy en condiciones de responder a la pregunta de la señora Senadora. Por un lado, hay 
una negociación en marcha en el MERCOSUR por el tema de los servicios. Dicha negociación presenta diferentes grados de 
complejidad y es diversa según los subsectores que componen los servicios. Para que se tenga una idea, los servicios incluyen los 
sectores de transporte, comunicaciones y el área financiera. Todo esto está en marcha y se encuentra en distintos grados de 
avance. No estoy en condiciones de decir que alguna de esas negociaciones esté finalizando o permitiendo alguna conclusión que 
se relacione con esto que se propone en materia de Zona Franca. 


Con respecto a la fecha del 2006, me parece que no rige para las Zonas Francas. En ese año, estaremos convergiendo en materia 
de Arancel Externo Común y Unión Aduanera, entre otros. Tengo idea de que para la Zona Franca se ha fijado un plazo, que vence 
en el 2013, en la constitución de Brasil para Manaos. Es un tema que ha estado presente en las negociaciones correspondientes. 
Quizás se me escape algún detalle. 


SEÑORA GIAMBRUNNO.- Como dice el señor Ministro, la fecha del 2006 no está siendo objeto de negociación alguna respecto de 
las Zonas Francas. Probablemente, la señora Senadora lo esté confundiendo con el tema relacionado con la Admisión Temporaria. 


Las fechas que se manejan en Zonas Francas, son del Acta VIII de 1994, del MERCOSUR, en la que se establece que Manaos y 
Tierra del Fuego tienen libre circulación entre Argentina y Brasil hasta el 2013. Las Zonas Francas uruguayas fueron excluidas 
totalmente del MERCOSUR y los productos de dichas zonas no están en esa órbita, razón por la cual ingresan a Argentina, Brasil y 
Paraguay pagando aranceles, a excepción de lo que se comercializaba por intermedio del PEC, del CAUCE o de acuerdos 
bilaterales. En una palabra, las Zonas Francas son como de fuera de extra región. 


El tema de los servicios, tal como lo señalaba el señor Ministro, es algo que está a estudio y hoy en día no hay ninguna limitación. 


SEÑOR MINISTRO.- Simplemente para agregar un dato importante sobre el tema de las Zonas Francas, para conocimiento de los 
señores integrantes de la Comisión. 


Respondiendo a la señora Senadora, cabe señalar que no hay una fecha del 2006 para las Zonas Francas, pero sí la hay para 
Arancel Externo Común y Admisión Temporaria, tal como lo recordaba la señora Senadora Giambruno. En particular, no es este un 
tema de ahora pero debo compartir con los señores Senadores que este fue un logro por el que la representación de Uruguay 
bregó fuertemente, tanto en la reunión de Buenos Aires como en la de Florianópolis, y que finalmente hemos logrado consolidar 
para tranquilidad y desarrollo de nuestra industria. 


Otro aspecto que sí deseaba compartir con los señores Senadores es que el tema de Zonas Francas, en particular, podría tener 
una posible variante hacia el futuro que puede llegar a ser de importancia, y es la aspiración de Brasil de incluir dentro del 
MERCOSUR la zona franca de Manaos. Como todos sabemos, a partir de 1994, el tema de Zonas Francas había quedado 
superado con la resolución correspondiente que establecía que la producción industrial desde Zonas Francas, para ingresar al 
MERCOSUR pagaba el Arancel Externo Común. Como los señores Senadores recordarán, ese fue un tema intensamente debatido 
y estableció una realidad a la que se ajustaron todos y especialmente las Zonas Francas de Uruguay, con alguna excepción que 
afortunadamente queda en alguna zona franca, donde hay alguna industria en actividad y cuya continuidad se está negociando con 
Argentina y Brasil. 


De todas maneras, lo que deseaba compartir con los señores Senadores, es lo siguiente. Desde hace unos meses, 
fundamentalmente por necesidades de política exterior de Brasil con relación a otros procesos de integración en el mundo, dicho 
país ha planteado su interés en que la zona franca de Manaos tenga alguna forma de inserción en el funcionamiento del 
MERCOSUR. Esto ha dado lugar a distintas negociaciones y conversaciones que no se han laudado todavía, pero que establecen 
un ámbito de discusión importante y, seguramente, muy significativo hacia el futuro, en el que el país tendrá que definir muy 


cuidadosamente su posición, habida cuenta de esta intención de Brasil, que no se puede desconocer en modo alguno por la 
importancia del tema y del país del que estamos hablando. 


SEÑOR GALLINAL.- Respecto al literal C) del artículo 65 que estamos tratando, me parece muy claro que debemos enfocarlo 
exclusivamente bajo la óptica del tema Zonas Francas y los beneficios tributarios que pueda significar, para cualquier empresa, 
instalarse en Zonas Francas para prestar esos servicios. No veo que haya en esto ninguna vinculación con la temática de 
telecomunicaciones que hemos discutido durante todo este tiempo y que, seguramente, vamos a discutir en el próximo. 


El inciso primero autoriza la prestación de todo tipo de servicios, no restringidos por la normativa nacional, dentro de la zona franca. 
En definitiva, no es una modalidad diferente a los servicios de telecomunicaciones o de comunicaciones que se puedan prestar 
dentro de una empresa. Quizás la diferencia esté en términos físicos, pero no cambia absolutamente en nada. 


Por otro lado, desde Zonas Francas a terceros países, de hecho, hoy existe este tipo de servicios. Concretamente, hay Zonas 
Francas en Uruguay que tienen instalado su propio telepuerto y comunicación directa con Nueva York, con tarifas especiales. 


Es más, la propia Ley de Presupuesto ha introducido una nueva definición respecto a la telefonía básica, excluyendo la 
internacional, a propuesta de la propia ANTEL. Este Ente ha señalado que no le es rentable, ni está en condiciones de competir con 
otras empresas que mañana puedan prestar ese servicio, salvo que lo haga en forma asociada. 


Con respecto a las prestaciones de servicios telefónicos o informáticos —y ese es el tema- desde Zonas Francas hacia el territorio 
no franco o hacia nuestro territorio, tampoco se introduce ninguna innovación, salvo las exoneraciones tributarias de las que 
puedan gozar quienes presten esos servicios el día de mañana. Digo esto porque, en primer lugar, se realiza una definición taxativa 
de los servicios que se puedan prestar y ninguno de ellos está incluido en el monopolio. Incluso se ha reflexionado más que 
suficiente sobre los "call center" o centros internacionales de llamadas. Por mi parte, agregaría un dato que faltó en la discusión y 
es que, prácticamente, la unanimidad de los servicios de este tipo son de la modalidad 0800 y, por lo tanto, quien realiza esta 
llamada no la abona. Aquí lo que estamos haciendo, en definitiva, es abrir una nueva posibilidad de inversión en el Uruguay por 
parte de empresas que estarían dispuestas a instalar sus centros de comunicaciones en nuestro territorio, en la medida en que se 
les concedan los mismos beneficios o exoneraciones que hoy les ofrecen muchos de nuestros países vecinos. De ahí surgió la idea 
de que IBM desearía instalarse, y lo mismo se señala ahora respecto a "United", así como distintas empresas que, a mi entender, 
van a generar, principalmente, fuentes de trabajo que es a lo que apuntamos, o sea, a crear nuevos puestos de trabajo para 
nuestros compatriotas en territorio franco, en lugar de no franco. 


Por otro lado, las casillas de correo electrónicas y la educación a distancia son dos posibilidades que posee cualquier empresa en 
la actualidad. En todo caso, justamente por ser taxativo y enunciativo el artículo, parecería que otras modalidades no se van a 
poder prestar, salvo las que aquí surgen. 


En cuanto a la emisión de certificados de firma electrónica, creo que es un error que trae este proyecto de ley. Debemos tener en 
cuenta que no existe ese tipo de emisión de certificados y lo que sí hay es emisión de certificados de firma digital. La firma 
electrónica es un concepto mucho más genérico que no se puede certificar porque, entre otras cosas, figura, inclusive, la huella 
dactilar. 


En términos generales, podemos recoger la impresión o el temor —por eso digo que esto hay que mirarlo exclusivamente desde el 
punto de vista de las Zonas Francas- de que con el tiempo y a medida que vayamos aumentando las posibilidades de las Zonas 
Francas, estemos desvirtuando el concepto original. Esa es la preocupación que yo siento sobre un artículo de estas características 
y que -como ven- no tiene nada que ver con los temas de las telecomunicaciones. Con respecto a las telecomunicaciones, sí me 
preocupa el último inciso, que es el de fijar, por ley, a la Administración Nacional de Telecomunicaciones determinadas tarifas o que, 
por lo menos, no pueda fijar tarifas diferenciales en determinados lugares o zonas. Digo esto, porque es el Poder Ejecutivo el que 
fija las tarifas y, entonces, no "mandatemos" a ANTEL, sino a ese Poder. Asimismo, no se trata únicamente de ANTEL a través de 
ANCEL, en virtud de que también está MOVICOM. 


En realidad, muchas de estas Zonas Francas están utilizando servicios de MOVICOM, ya no para prestación de servicios de 
telefonía celular, sino de telefonía fija. Hoy en día, en Uruguay, cada vez gana más espacio la telefonía celular como telefonía fija, 
porque es mucho más barato llamar de un celular a otro celular, que de un teléfono fijo a un celular. Seguramente, muchos de 
ustedes -si tienen captor en su celular- habrán percibido que básicamente desde determinadas empresas los están llamando a 
través de teléfonos celulares que, en realidad, están instalados en un sistema de telefonía fija, en una violación flagrante de la ley 
en materia de monopolio y exclusividad. Sin embargo, esto cae ante el peso de las razones económicas, porque sale menos del 
50% llamar de un celular a otro, que de un teléfono fijo a uno celular y así es como los monopolios van desapareciendo 
rápidamente. Pero, lo más grave de este inciso final... 


SEÑOR MICHELINI.- Pero lo va a votar. 


SEÑOR GALLINAL.- Personalmente, lo voy a votar, porque me parece que no cambia básicamente la situación. Sin embargo, no 
quiero dejar de señalar cosas que no compartimos, que no están de acuerdo con nuestra filosofía. En muchas empresas de 
comunicaciones del mundo, el principio del fin comenzó el día en que se empezaron a establecer tarifas diferenciales. Esas tarifas, 
tanto en este país como en cualquier otro país del mundo, las podríamos reclamar todos, no sólo las Zonas Francas. Incluso, las 
podrían reclamar los sectores más carenciados o los que tienen importancia en la reactivación económica del país. Sin embargo, 
ANTEL se negó, sistemáticamente, a ingresar en ese terreno, porque sabía que era el principio de un camino que no tiene límites ni 
fin y termina con la rentabilidad de las empresas. 


En términos generales, dado que es un tema vinculado específica y directamente a las Zonas Francas, no sólo lo interpretamos, 
sino que lo vamos a acompañar dejando estas reservas que tienen importancia, aunque no modifiquen sustantivamente lo que 
sucede en el país, tanto en materia de Zonas Francas como de telecomunicaciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Voy a ser muy breve, porque el tema derivó en el aspecto de las telecomunicaciones y la opinión que brindó 
el contador Davrieux para mí es muy importante. Pienso que en este tema puede haber una veta importante respecto de las nuevas 
inversiones y lo expresado por el contador vale la pena, incluso, leerlo con atención, porque trasmite la intención del Poder 


Ejecutivo de ampliar a competidores y de que su voluntad es la de la unidad reguladora, independientemente de la autorización que 
después ambas Cámaras fueron creando. No voy a reeditar la polémica con respecto al tema de ANCEL, pero de nada vale 
mantener, en perjuicio de la sociedad, una renta monopólica, tal cual lo entendí de sus propias palabras. Algunos tienen miedo de 
que el tema de ANCEL se politice, pero mis temores van por otro lado. Por ejemplo, que venga un operador importante en estos 
temas y logre, en una licitación, ganar ese porcentaje de ANCEL por medio de una suma sustancial con la que el país haría caja —¡y 
vaya si lo necesita en este momento!- pero a costa de generar un operador que en vez de abrir el mercado, lo cierre más, 
aspirando en forma muy fuerte a su renta monopólica. 


Todos sabemos que los Estados, en especial el Estado uruguayo, frente a algunos operadores ha sido débil. Esto viene de muy 
atrás, no me refiero siquiera al período pos-dictadura, sino a todos los derechos y leyes que ha habido en el país beneficiando a tal 
o cual operador en particular. Temo que de esta manera centremos el tema, más que en la apertura que hay que hacer de estos 
tópicos, en el hecho de cerrar, en generar esa renta monopólica, perdiendo, no sólo las nuevas inversiones, sino también las 
rebajas de tarifas que la competencia genera para lo que debe ser el despegue del resto de la economía, sobre todo en este caso 
de los servicios, que pasa fundamentalmente por el tema de las comunicaciones. No hay servicios sin comunicaciones, sin lo que 
es esta nueva modalidad de comunicarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No vamos a poder votar el artículo 65, porque vamos a esperar la entrevista con el señor Presidente de 
ANTEL. 


Los otros artículos sobre los que el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos iba a hacer algún comentario, 
ya fueron sancionados por la Comisión y no han sido cuestionados, porque la claridad de su redacción nos ahorra comentarios que 
siempre son bienvenidos. El tema del gas aún no fue votado; está pendiente una entrevista con representantes de UTE. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El tema del gas es un problema del Poder Ejecutivo, no de UTE ni de ANCAP. Entendemos que como 
estamos contra los inconvenientes que establecen los monopolios en cuanto a la competencia, no es bueno que en un campo 
donde nunca se pudo ejercer el monopolio, porque no había introducción de gas natural, ahora hagamos valer algo que se aprobó 
hace 70 años, en 1931. Lo que ahora planteamos es que haya libertad para elegir. Esto tiene sentido, porque cuando se planteó el 
tema de la importación de gas, se dio la situación de que el organismo que tiene el monopolio de la importación de hidrocarburos, 
dijo que aunque no hiciera nada, tenía que intervenir y por intervenir, aun sin hacer nada, quería cobrar. 


Ello demuestra claramente que un monopolio es inconveniente, porque alguien que no hace nada extrae una renta monopólica por 
no hacer nada, simplemente porque una ley establece el derecho a cobrar, por el solo hecho de poner un sello. Era una especie de 
aduana que crea un organismo monopólico y, por lo tanto, debido a eso se propone que todo comprador mayorista pueda adquirir 
el gas directamente, sin la existencia de ese monopolio. 


Pienso que, incluso, en la Cámara de Representantes se mejoró la redacción estableciendo la posibilidad de que se reduzca el 
nivel para el cual esté habilitado a comprar directamente el gas. Esto podría servir, incluso, para resolver algunos problemas de 
frontera actuales que no estaban pensados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del señor Ministro, del Subsecretario, del Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 10 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


